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			SINOPSIS 




			 




			Para entender por qué el tamaño de los Estados no para de crecer, hay que comprender cómo se produce esa expansión. ¿Cuándo tiene lugar? ¿A qué se debe? ¿Es nuestro destino que el Estado asuma cada vez más funciones y gastos? ¿Por qué nos resignamos a que sea así? 




			En este libro ya clásico, que aporta una original perspectiva sobre uno de los grandes problemas de nuestro tiempo, el historiador de la economía Robert Higgs da una explicación coherente del fenómeno y crea un marco analítico basado en hechos históricos. 




			Gracias a él descubrimos que los gobiernos estadounidenses han utilizado las grandes emergencias nacionales —las guerras, las depresiones o los conflictos laborales, pero también otras crisis imaginarias— para asumir actividades que antes llevaban a cabo los individuos y las organizaciones privadas. Igual de significativo es que, una vez terminadas esas crisis, el Estado abandona algunas de esas competencias, pero mantiene otras. Y gracias a este proceso reiterado, además de aumentar su tamaño, produce cambios en la opinión y las actitudes de los ciudadanos con respecto al Estado. Integrando las aportaciones de diversas disciplinas como la historia, el derecho, la filosofía y las ciencias sociales, Crisis y Leviatán cuenta una historia reveladora que no solo afecta a Estados Unidos, sino que se ha convertido en una tendencia que amenaza la autonomía y las libertades de todas las sociedades. 
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			Elogios recibidos por Crisis y Leviatán 




			 




			«Crisis y Leviatán es un libro de importancia superior, fruto de una investigación a fondo, argumentado minuciosamente, y meticulosamente documentado. Todo estudioso serio del sistema político estadounidense debe incluirlo en su lista de lecturas.» 




			 




			Political Science Quarterly 




			 




			«Crisis y Leviatán es un libro importante, poderoso y profundamente inquietante.» 




			 




			JAMES M. BUCHANAN, 




			premio Nobel de Economía, 




			Journal of Economic History 




			 




			«Centrándose en ciertos episodios críticos de la historia estadounidense, Robert Higgs ha documentado el notable y alarmante crecimiento del Estado. Su ambiciosa obra abarca el tema con gran detalle y de forma que resultará atractiva tanto para los estudiosos como para un público más general… La conclusión del análisis de Higgs es una visión reflexiva pero turbadora de las perspectivas de futuro estadounidenses. Nadie sabe si las restricciones constitucionales tradicionales o el funcionamiento singular de una economía mixta pueden evitar lo que él y otros temen que termine siendo una marcha hacia el socialismo o el fascismo. Con vistas al futuro, a falta de optimismo, Higgs arroja luz.» 




			 




			ARTHUR A. EKIRCH JR., 




			catedrático de Historia, State University 




			of New York, Albany 




			 




			«Crisis y Leviatán es un exitazo, uno de los libros más importantes de la última década. Contiene esa rara y maravillosa combinación: prosa académica y contundente, lúcida y libertaria. Para el profesor Higgs, ser minucioso y mostrar erudición no significa matizar tímidamente cada afirmación, ni abrirse paso torpe y “sensatamente” por los campos minados de la ideología. La profundidad y amplitud del aprendizaje de Higgs no ha hecho sino intensificar su compromiso con la verdad, la libertad y la identificación de sus enemigos. Robert Higgs, un destacado historiador económico, se propuso responder a una pregunta vital y de larga data: ¿por qué el poder del Estado ha crecido tan ominosamente en Estados Unidos durante el siglo XX?… En Crisis y Leviatán, Higgs identifica la guerra como la clave del crecimiento del estatismo, lo que hace que su logro sea aún más notable… No es el menor de los placeres que proporciona Crisis y Leviatán el amor a la libertad y el odio a sus enemigos, que brilla a través del aparato académico del libro… Vivimos en una época de grotesca exageración, en la que los editores y libreros promocionan cualquier novedad como “el mejor libro de todos los tiempos”. ¿Qué hacer cuando aparece un libro de genuina grandeza? Digo esto sobre muy pocos libros: hagan de éste su máxima prioridad este año; salgan corriendo a leer este libro. Y luego recomiéndenlo por todo el país.» 




			 




			MURRAY N. ROTHBARD, 




			catedrático S. J. Hall de Economía, 




			Universidad de Nevada, Las Vegas 




			 




			«Crisis y Leviatán es una obra meditada y exigente.» 




			 




			Harper’s Magazine 




			 




			«Perspicaz, convincente y claro, Higgs rotura nuevas sendas para explicar la tendencia sociopolítica más importante de nuestro tiempo: la expansión del Estado en Estados Unidos.» 




			 




			The Freeman 




			 




			«Cómo el Estado se hace grande: ocupa nuevo territorio en tiempos de crisis, y luego se aferra a ese terreno después de la crisis.» 




			 




			Fortune 




			 




			«Que el Estado crece a partir de las crisis no es una idea nueva, pero cómo ocurrió en Estados Unidos es una historia asombrosa y el magnífico relato que hace Higgs de ese proceso puede resultar chocante para los lectores.» 




			 




			JONATHAN R. T. HUGHES, 




			catedrático de Economía 




			de la Northwestern University 




			 




			«No se me ocurre otra lectura más importante que Crisis y Leviatán, fuera de la propia Constitución.» 




			 




			The American Spectator 




			 




			«Robert Higgs es un economista e historiador de la economía de primer rango que expone una tesis provocadora, a saber, que los Estados explotan las crisis (reales y fabricadas) como excusa para crecer y despojar a la gente de su riqueza y libertades. En Crisis y Leviatán, Higgs somete a examen histórico esta tesis de forma hábil y cuidadosa. La tesis se confirma. Cierto: los Estados hacen de las crisis oportunidades para confiscar poderes cada vez mayores. Después de cada crisis, el poder que se ha sumado recientemente al acervo del Estado puede encogerse un poco, pero muy rara vez vuelve a los niveles previos. Éste es uno de los libros más importantes y convincentes publicados durante la década de 1980.» 




			 




			DONALD J. BOUDREAUX, 




			catedrático de Economía, 




			George Mason University 




			 




			«Acabo de leer Crisis y Leviatán. ¡Maravilloso trabajo! ¡Bajo su inspiración, intentaré frenar la marea de los poderes extraordinarios en el Capitolio!» 




			 




			MICHAEL SPENCE, 




			congresista de Estados Unidos 




			 




			«Lo más excitante e intrigante de Crisis y Leviatán es que Higgs trabaja dentro de la tradición de la historia económica de Schumpeter y Polanyi. Como ellos, y a diferencia de los nuevos historiadores económicos, Higgs se niega a tratar los aspectos políticos, culturales o ideológicos de la realidad histórica como irrelevantes para el estudio del desarrollo económico.» 




			 




			Reviews in American History 




			 




			«La investigación más magistral y persuasiva del papel de la guerra en el crecimiento del Estado y la pérdida de la libertad es el libro de Robert Higgs, Crisis y Leviatán: Los episodios clave en la expansión del Estado en Estados Unidos. Las épocas de crisis, incluidas las depresiones económicas, pero sobre todo las guerras, dan a los Estados licencia para invocar numerosos poderes extraordinarios. Una vez superada la crisis o la guerra, el poder del Estado retrocede un poco, pero nunca vuelve hasta su más limitado o constreñido tamaño previo.» 




			 




			Orange County Register 
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			Prefacio 




			 




			La literatura relacionada con el surgimiento y expansión del Estado intervencionista1 en Estados Unidos es amplia. Muchos historiadores y científicos sociales han explorado e interpretado el declive de los valores tradicionales estadounidenses y sus instituciones, pero pocos investigadores han intentado estudiar en profundidad y de forma empírica el crecimiento del Estado estadounidense para tratar de entender cómo ha sucedido y proporcionar los datos que subrayan el cambio. Centrándose en ciertos episodios críticos de la historia de Estados Unidos, Robert Higgs ha documentado el notable y alarmante crecimiento de su sector público. Su ambiciosa obra aborda el tema con gran detalle y de una forma que resultará atractiva tanto para los estudiosos como para un público más general. 




			Al analizar las hipótesis más populares para explicar el crecimiento estatal, Higgs reconoce que el intervencionismo tiene varias fuentes. Pero argumenta de forma excelente su tesis de que principalmente se ha nutrido de una sucesión de crisis durante el siglo XX: depresiones y guerras que han ocasionado tanto un gasto público masivo como un mayor régimen de la vida y el pensamiento estadounidenses. Aunque las crisis terminan por remitir, un excedente de funciones y poder gubernamental permanece; el Estado crece a través del efecto trinquete de poderes suplementarios ampliados después de cada crisis. Y lo que es aún más alarmante, las crisis fomentan un clima en el que el Estado logra una especie de autonomía. Los políticos y los burócratas pueden hacer prácticamente lo que les plazca, sujetos únicamente a las pasiones políticas del momento. El tradicional gobierno representativo limitado se echa por la borda. Los pasajeros —como dijo célebremente Lord Acton— existen en interés del barco. 




			Para muchas personas, por desgracia, el Estado intervencionista ejerce una gran fascinación. Entre ellas se cuentan, por supuesto, los numerosos beneficiarios que de un modo u otro están en su nómina. Higgs proporciona un útil estudio estadístico de la proliferación de agencias, programas y actividades federales. Pero resulta todavía más significativo el modo en que la ideología del intervencionismo ha capturado la imaginación popular y oscurecido la realidad. El estatismo ha sucedido a los antiguos absolutismos de la monarquía y la Iglesia. El Estado de Guerra se acepta bajo la apariencia de estado del bienestar. El Estado intervencionista se ha convertido en una especie de lotería nacional en la que todo el mundo piensa que tiene la oportunidad de ganar y en la que nadie contempla la posibilidad de perder. La pompa del Estado se desarrolla en Washington, diligentemente animada por el culto heroico con el que rodeamos una presidencia de trazas imperiales. Los ciudadanos de a pie rara vez se paran a pensar que todo esto cuesta dinero, su dinero. Se quejan de los impuestos, pero no asocian esos impuestos con la parafernalia y la ideología del intervencionismo. 




			La conclusión del análisis de Higgs es una visión meditada y turbadora de las perspectivas de futuro estadounidenses. Nadie sabe si las restricciones constitucionales tradicionales o el funcionamiento singular de una economía mixta pueden evitar lo que él y otros temen que termine siendo una marcha hacia el socialismo o el fascismo. Con vistas al futuro, a falta de optimismo, Higgs arroja luz. 
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			Universidad del Estado de Nueva York, 
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			Prefacio a la 25.ª edición conmemorativa 




			 




			Oxford University Press publicó Crisis y Leviatán en 1987 y lo mantuvo en circulación durante más de veinte años. Cuando se agotó, mis colegas del Independent Institute, entre otros, me urgieron a mantener el libro en imprenta. Esta edición del vigésimo quinto aniversario es el resultado de haber seguido su consejo. No he hecho ningún cambio en el texto original. Sin embargo, en este nuevo prefacio deseo señalar algunas zonas en las que creo que se podría haber acometido alguna revisión al contenido, si el tiempo y la energía disponibles me lo hubieran permitido. 




			Crisis y Leviatán está dividido en dos partes: la primera consta de cuatro capítulos que son principalmente conceptuales, aunque salpimentados de observaciones empíricas; la segunda parte consta de seis capítulos (y una breve conclusión) que presentan una narración analítica del crecimiento del Estado en Estados Unidos desde la década de 1880 hasta la de 1980, con énfasis en varios episodios de emergencia nacional. Si tuviera que reescribir el libro hoy, me gustaría añadir enjundia a los capítulos históricos; en los años transcurridos desde que compuse el libro, en los primeros años ochenta del siglo pasado, he aprendido mucho sobre la historia de Estados Unidos. No creo que el libro cometa errores históricos, pero se podría haber dicho mucho más, y quizá mi relato de ciertos acontecimientos se hubiera visto reforzado. 




			Las páginas que más invitan a una revisión se encuentran en la Parte primera, el marco de análisis, especialmente los capítulos 1, 2 y 4. Si tuviera que reescribir estos capítulos hoy, haría cambios bastante sustanciales. A principios de la década de 1980, tomaba más en cuenta la orientación de mis colegas académicos que trabajaban en la misma área de investigación y a los economistas mainstream en general. Quería persuadirlos de que modificaran su forma de hacer ciencia y de que cambiaran sus puntos de vista sobre diversos aspectos específicos de su análisis. Hoy tengo menos paciencia y me preocupa menos el modo en que los economistas de la escuela dominante realizan su trabajo; gran parte de lo que escriben es poco más que palabrería escolástica que se anda por las ramas, adornada en muchos casos con superfluos modelos matemáticos y estimaciones econométricas destinadas más a quedar bien con la moda académica del momento que a llegar al verdadero fondo del asunto en cuestión. Sin embargo, de nuevo, los problemas que veo en la primera parte no son tanto errores como deferencias innecesarias a la economía neoclásica y a sus típicas deformidades profesionales. 




			Habiendo llegado a comprender a la Escuela Austriaca mucho mejor de lo que la comprendía en los años ochenta, me gustaría reformular el argumento del capítulo 4 sobre la «ocultación de costes». Coste no es la palabra correcta. También pondría más énfasis en el oportunismo de los actores privados durante las grandes crisis. Acerté al situar al sector público como la principal parte interesada, pero probablemente no advertí suficientemente el oportunismo de numerosos y poderosos individuos y grupos de interés del sector privado que con gusto y rapidez explotan las situaciones de emergencia nacionales en su propio beneficio, sin que les importe el interés general más que a los propios gobernantes. 




			En el capítulo 3, que aborda la ideología como concepto analítico, me gustaría complicar las cosas algo más de lo que hice a principios de los años ochenta. No renuncio a nada de lo que escribí entonces, pero la dinámica de la interacción entre las élites y las masas y entre las ideas y los acontecimientos exige una mayor elucidación de la que ofrecí. De nuevo, mis recelos tienen menos que ver con haber cometido claros errores, y mucho más con no haber llevado mi pensamiento lo suficientemente lejos en su momento. En las últimas décadas he avanzado un poco en esta línea, y aunque hoy no pueda resolver del todo ninguna de las grandes cuestiones de este ámbito, sería deseable exponer los retos a los que debe enfrentarse cualquier comprensión sustantiva del vínculo entre ideología y crecimiento del Estado. Mi artículo de 2008 en el American Journal of Economics and Sociology sugiere cómo modificaría el análisis si tuviera que reescribir el capítulo 3 hoy. 




			Por supuesto, durante los últimos veinticinco años han ocurrido muchos acontecimientos de gran importancia, y una revisión a fondo requeriría ensanchar la narración histórica para abarcar este período. Habría que añadir al menos uno o dos capítulos nuevos. Sin embargo, tales actualizaciones en su mayor parte sólo subrayarían la validez de la principal tesis del libro: una vez que una ideología colectivista arraiga, cualquier emergencia nacional provoca una explosión predecible en el tamaño, el alcance y el poder del Estado central. Así que, por mucho que merezca la pena analizar las consecuencias del 11-S, la guerra contra el terrorismo, las guerras de Afganistán, Irak y Pakistán y la debacle económica que alcanzó su máxima expresión en 2008 —acontecimientos sobre los que he escrito no poco en la última década—, las conclusiones más importantes de ese análisis serían análogas a las que alcancé anteriormente en mi análisis de las guerras mundiales, la Gran Depresión y el tumultuoso período comprendido entre mediados de los años sesenta y mediados de los setenta. La lógica del efecto trinquete sigue siendo tan aplicable hoy como en cualquier momento del siglo pasado. 




			Mi libro Depression, War, and Cold War (Guerra, Depresión y Guerra Fría) publicado por primera vez por Oxford University Press en 2006, es la continuación más académica de Crisis y Leviatán. Las recopilaciones de mis artículos más recientes publicadas en 2004, 2007 y 2012 también muestran cómo se ha ampliado, aplicado y, en algunos casos, alterado mi forma de pensar durante los últimos veinticinco años. 




			Por último, debo decir algo sobre el tono ideológico de Crisis y Leviatán. La primerísima frase del libro dice: «Debemos tener un Estado». A continuación, explico por qué debemos tenerlo y cito al gran liberal clásico Ludwig von Mises en apoyo de mi afirmación. Cuando escribí estas palabras, yo, al igual que Mises, era un liberal clásico, ciertamente muy libertario, pero liberal clásico al fin y al cabo. Los liberales clásicos no son anarquistas. Creen en la necesidad y la conveniencia del Estado en el sentido ordinario de la palabra; es decir, creen en el Estado como organización que gobierna un territorio determinado, obligando a sus habitantes a pagar impuestos y a obedecer sus dictados, incluso si algunas de esas personas se oponen a su gobierno e incluso si ninguna de ellas ha firmado nunca un contrato individual explícito y voluntario que estipule cómo el individuo cumplirá con las normas y qué servicios concretos proporcionará el Estado a cambio. En resumen, los liberales clásicos apoyan la existencia del Estado tal y como lo conocemos: el Estado por dominación y sumisión, en contraposición al Estado por libre convenio individual. Yo ya no estoy dispuesto a dar ese apoyo. Los lectores que quieran ponderar algunas de las razones que sostienen mi cambio de opinión en este aspecto crítico pueden consultar mi libro más reciente Delusions of Power (Delirios de Poder). 
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			Prefacio a la primera edición 




			 




			Hubo una época, hace mucho tiempo, en la que el estadounidense medio podía dedicarse a sus asuntos cotidianos sin apenas darse cuenta de la existencia del Estado, especialmente del Gobierno federal. Como agricultor, comerciante o fabricante, podía decidir qué, cómo, cuándo y dónde producir y vender sus bienes, constreñido por poco más que las fuerzas del mercado. Tan sólo cabe pensar: ni subvenciones agrícolas ni precios regulados ni control del suelo ni Comisión Federal de Comercio ni Comisión de Comercio Interestatal ni leyes antimonopolio. Como empresario, empleado, consumidor, inversor, prestamista, prestatario, estudiante o profesor, podría proceder en gran medida a su buen entender. Pensemos de nuevo: ni Junta Nacional de Relaciones Laborales ni leyes federales de «protección» del consumidor ni Comisión del Mercado de Valores ni Comisión de Igualdad de Oportunidades en el Empleo ni Departamento de Salud y Servicios Humanos. A falta de un banco central para emitir papel moneda, la gente común solía utilizar monedas de oro para hacer sus compras. No había impuestos generales sobre las ventas ni sobre la renta ni cotizaciones a la Seguridad Social. Aunque los funcionarios públicos eran tan corruptos entonces como ahora —quizá más—, tenían muchísimo menos con que corromperse. Los ciudadanos privados gastaban unas quince veces más que todos los Gobiernos del país juntos. 




			De aquellos días, en fin, hace ya mucho. Hoy nuestras vidas giran dentro de rígidos límites circunscritos por el Estado en prácticamente cualquier dimensión; nos constriñe continuamente y por todas partes. Los reglamentos atiborran el paisaje. El gasto público equivale a casi cuatro décimas partes del producto nacional bruto. 




			Este libro intenta explicar el surgimiento de ese impresionante conjunto de fuerzas, programas y actividades que conocemos como Estado intervencionista. Para entender por qué Estados Unidos ha desarrollado un intervencionismo tan desmedido en el último siglo hay que saber cómo se ha expandido su Estado. Para entender el proceso que ha generado esta expansión, no basta con conocer los datos crecientes del gasto gubernamental, impuestos y empleo público. Además de saber cuánto han aumentado los valores que comúnmente cifran el tamaño del Estado, hay que saber cuándo; es decir, hay que prestar mucha atención al perfil de crecimiento, ya que el crecimiento real fue más episódico que suave y constante. Un análisis que ignore la cronología, barriendo todo en una explicación acumulativa, deja fuera aspectos esenciales del tema que nos ocupa. 




			Además, para saber cómo ha crecido el sector público hay que examinar qué hace exactamente: el crecimiento del Estado no se ha debido tanto a que haya hecho más para cumplir con sus funciones tradicionales, sino a que en gran medida el Estado ha asumido nuevas funciones, actividades y programas —algunos de ellos completamente nuevos, y otros que antes eran responsabilidad de los ciudadanos privados—. Las pruebas de este ensanchamiento de la administración no pueden extraerse de los datos agregados sobre el gasto, los impuestos o el empleo público. De hecho, muchas formas de control público sobre la economía y la sociedad no dejan rastro alguno en las cifras presupuestarias, y sin embargo contribuyen tanto como las actividades monitorizadas a determinar la asignación y el disfrute de los recursos de la economía. Para comprender la estructura sustantiva de las actividades del Estado y su variación a lo largo del tiempo, hay que extraer la información de las leyes, las directivas reguladoras, las órdenes ejecutivas, las decisiones judiciales y otros documentos similares. En mi análisis, he intentado considerar una variedad de recursos y evidencias, de acuerdo con la convicción de que no podremos entender por qué crece el Estado si no comprendemos antes cómo lo hace. Por lo tanto, en contraste con otros análisis del mismo tema realizados por colegas economistas, el mío es menos cuantitativo, más cualitativo y, algunos podrían decir, menos riguroso y elegante. Espero, sin embargo, que se acerque más al meollo de la cuestión. 




			Mi relato, a diferencia de los que son típicos en la literatura, pone mucho énfasis —de hecho, el énfasis central— en cómo los funcionarios y los ciudadanos reaccionan a las situaciones de emergencia nacional. Para algunos analistas este enfoque parece atribuir el resultado a «accidentes de la historia». En cierto modo es así, pero no por ello es menos esencial. Los relatos sobre el crecimiento del Estado en Estados Unidos como el despliegue inexorable de un sistema dinámico y cerrado (por ejemplo, los que sostienen que cualquier economía en proceso de urbanización e industrialización genera inevitablemente un sector público más grande) carecen de poder explicativo sobre el momento efectivo en que se expande el Estado; tampoco pueden explicar la estructura sustantiva de esa expansión. Por ejemplo, no fue una mera anomalía estadística que el gasto federal aumentara drásticamente entre 1929 y 1934, y que la mayor parte del aumento de ese gasto se destinara a aliviar a los agricultores y a los trabajadores urbanos desempleados. Ninguna teoría basada exclusivamente en las tendencias a largo plazo puede explicar el momento y el contenido de ese cambio. Tampoco puede ayudarnos a entender los legados perdurables de los programas creados originariamente para hacer frente a crisis temporales. 




			El principal legado de los programas públicos extraordinarios ha sido el cambio ideológico, en particular una profunda transformación de las creencias del ciudadano estadounidense de a pie sobre la conveniencia del papel del Gobierno federal en los asuntos económicos. En los últimos años, los economistas y otros científicos sociales advierten cada vez más la importancia fundamental de la ideología en el funcionamiento de cualquier política económica, pero apenas se encuentran modelos útiles de cambio ideológico. Una de las novedades de mi libro es la seriedad con la que se trata el cambio ideológico: un capítulo entero se dedica a examinar la naturaleza de la ideología en relación con la política económica; otro capítulo se dedica en gran medida al desarrollo de una hipótesis de trabajo sobre cómo las crisis —y las reacciones del Estado frente a ellas— han generado patrones específicos de cambio ideológico en Estados Unidos en el siglo XX. Este modelo de transición ideológica sirve para informar y guiar gran parte de la investigación histórica expuesta en los capítulos 5 a 10. No conozco ningún otro estudio detallado sobre el crecimiento del Estado que haga del cambio ideológico algo tan central en su marco explicativo. Las relaciones entre los cambios político-económicos e ideológicos son extraordinariamente difíciles de identificar y someter a examen. Probablemente ningún otro tema de las ciencias sociales sea tan complejo y esquivo como la sociología del conocimiento, pero ninguno es tampoco tan fundamental. Si mi libro ayuda, por poco que sea, a mejorar nuestra comprensión de la interacción entre los cambios político-económicos y los ideológicos, sentiré que mis esfuerzos han valido la pena. 
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			Toda sociedad que requiera fortalecer el aparato estatal mediante la cesión de control sin límites sobre la economía, y que vuelva a unir la política y la economía, es una regresión histórica. En ella no hay más futuro para la gente, o para las libertades que apoyaba, del que había bajo el feudalismo. 
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Los orígenes del Estado intervencionista: exploración crítica de una hipótesis 




			



				 




				Uno de los fenómenos más sorprendentes de los tiempos modernos ha sido el crecimiento sostenido del sector público. A pesar de los acalorados debates que han suscitado los avances sucesivos de esta expansión, resulta asombroso el escaso conocimiento científico sobre las fuerzas que lo provocan. 
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			Debemos tener un Estado. Sólo el Estado puede desarrollar ciertas tareas de forma exitosa. Sin Estado que nos defienda frente a agresiones externas, que preserve el orden interno, que defina y proteja los derechos de propiedad privada, poca gente lograría hacer nada. Lamentablemente, un Estado lo bastante fuerte para protegernos también puede ser lo bastante fuerte para destruirnos. El potencial destructivo y opresor del Estado es tal, que hay quien lo considera un mal necesario. Ludwig von Mises, que era libertario pero no anarquista, no lo veía así. Von Mises declaró: «El Estado como tal no sólo no es un mal, sino la institución más necesaria y beneficiosa, puesto que sin ella no se puede desarrollar ni mantener ningún tipo de civilización ni cooperación social duradera». Como buen discípulo de Locke, Mises creía que un Estado fuerte pero limitado no aplastaría a sus ciudadanos, sino que les permitiría ser libres y productivos.2 




			Tras la formación de Estados Unidos y durante más de un siglo, su Estado se aproximó más que ningún otro al ideal de Mises: fuerte pero limitado. A pesar de serios defectos, en particular la opresión de las poblaciones negra e indígena, el Estado creó un marco político y legal que facilitó un rápido desarrollo económico, provocando lo que Willard Hurst, eminente historiador del Derecho, ha llamado una «descarga eléctrica».3 La inventiva, la formación de capital y la innovación organizativa florecieron como nunca antes. La especialización y el comercio aumentaron prodigiosamente. Durante el siglo XIX la nación se convirtió en la sociedad más rica y libre del mundo. 




			Sin embargo, en su segundo siglo de vida, la nación estadounidense faltó a la promesa originaria de un Estado limitado con amplios derechos de propiedad privada. En 1900 el Estado todavía se aproximaba a un Estado minimalista. Los estadounidenses no practicaban estrictamente el laissez faire —en realidad ninguna sociedad lo hizo nunca— pero todavía sometían al Estado a limitaciones y no toleraban que su poder se inmiscuyera en los negocios y las finanzas de los particulares. Esa contención se ha disuelto en los últimos setenta años del siglo. El Estado acabó impregnando todos los aspectos de la vida económica y social; como dijo Warren Nutter en 1983, ahora podía «dar y tomar lo que quiera, cuando y donde le plazca». Sólo enumerar su catálogo de poderes requeriría un sinfín de volúmenes: granjas, fábricas y tiendas; hogares, escuelas y hospitales; ciencia y tecnología; incluso el ocio y todo tipo de entretenimientos, en todo se deja sentir su impacto. Prácticamente nada queda fuera del alcance de la influencia del gasto público, la imposición y la regulación, por no hablar de la participación directa del Estado en la actividad económica.4 El esquema resumido del Gobierno federal (Gráfico 1.1) da idea del alcance pantagruélico del Estado moderno, incluso mostrando tan sólo las actividades realizadas por un único nivel de Gobierno. 




			¿Cómo se produjo esta trascendental transformación de la política, la legislación y las instituciones económicas americanas? ¿Qué motivos y convicciones la inspiraron? ¿Cuáles fueron las tendencias socioeconómicas que impulsaron o se opusieron a tal transformación? ¿Quién esperaba ganar o perder a resultas de ella? ¿Quiénes —personas, élites y grupos de interés— desempeñaron un papel decisivo? ¿Qué circunstancias les permitieron tomar el timón de la historia? ¿El crecimiento del Estado se produjo de forma gradual o por episodios? ¿Qué fuerzas modelaron este cambio? Me propongo responder a estas preguntas. 




			Mis respuestas no podrán abarcar toda la historia. Hay demasiados acontecimientos que han influido en este desarrollo, y sólo una historia de Estados Unidos en el siglo pasado que tuviera un enfoque global —social, político, jurídico, y económico— podría intentar responder a todas las cuestiones pertinentes. Mis objetivos son más modestos, en parte porque mucho se ha dicho ya. 




			Varias son las explicaciones que se han ofrecido sobre el crecimiento del Estado. Sin embargo, con demasiada frecuencia el autor de una hipótesis particular la presenta como si fuera la única acertada. Por el contrario, creo que muchas de las explicaciones aportan contribuciones válidas y no necesariamente se excluyen unas a las otras. Poco se gana y mucho se pierde pretendiendo identificar un solo motivo del fortalecimiento del Estado.5 Por esta razón rehúyo la tendencia a buscar una sola causa y me esforzaré en comprender lo que las diversas hipótesis alcanzan y no alcanzan a explicar, recurriendo a ellas selectivamente y utilizándolas como puntos de partida en el desarrollo de mis propias ideas. 




			 




			Gráfico 1.1. Organización del Gobierno de Estados Unidos 
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			Fuente: Oficina de Registro Federal, The United States Goverment Manual, 1983/84, Oficina de publicaciones del Gobierno de EE. UU., Washington D. C., 1983, p. 810. 




			 






			Lamentablemente hay explicaciones tan abstractas que resultan confusas en cuanto a la naturaleza misma del Estado. Algunos autores hablan del Estado como si fuera un gran ente no humano, una gigantesca máquina devoradora de hombres. Por ejemplo, José Ortega y Gasset dijo que el Estado se había convertido en «una máquina cuya existencia y mantenimiento dependen de la vitalidad circundante que la mantenga […] después de chupar el tuétano a la sociedad». Pero para bien o para mal el Estado es algo humano en sí mismo: se trata simplemente del grupo de personas que ejercen la autoridad legal.6 




			Considerar al Estado como un Gran Artefacto No Humano, distinto y diferenciado de la gente, refuerza caracterizaciones erróneas de lo que hace o deja de hacer el sector público. Los aparatos del Estado no pueden sobrevivir sin el sustento y el apoyo, o al menos sin la tolerancia, de la gente que no forma parte de la administración. Hay, además, circulación, de manera que hay gente que gobierna o es gobernada en distintos momentos. El Gobierno americano incluye varios niveles —federal, estatal, local, y mixto—. El número de entidades públicas desmiente que el Estado sea una institución coherente. Hay más de ochenta mil organismos distintos en Estados Unidos hoy en día, y de éstos, más de sesenta mil tienen poder tributario.7 Huelga decir que quienes están al frente de todos estos entes públicos no comparten un único propósito. Los conflictos dentro del entramado público pueden ser tan comunes y significativos como los conflictos entre los gobernantes y los gobernados.8 En el enorme y fragmentado dominio de la autoridad pública, nadie puede imponer su voluntad por las bravas: las políticas públicas son el resultado de negociaciones, renuncias, tratos y tiras y aflojas. Debemos recordar que el Estado en Estados Unidos no es ni nunca ha sido un Gran Artefacto No Humano, sino muchas instituciones humanas coexistentes, de función, alcance y autoridad variadas.9 Mi motivación para escribir este libro es principalmente la preocupación por la expansión del poder que ejercen en el ámbito legislativo, ejecutivo, administrativo y judicial aquellas personas que forman el Gobierno federal. Pero se debe recordar que el crecimiento del Estado federal es sólo una parte de la historia del crecimiento del Estado. 




			 




			
Explicaciones del crecimiento del Estado 




			 




			Modernización 




			 




			Leyendo entre líneas en muchas obras clásicas encontramos la Hipótesis de la Modernización. Sostiene que una economía moderna, industrial y urbana requiere un Estado activo y extenso; el laissez faire es inconcebible a finales del siglo XX. El atractivo retórico de esta teoría reside en señalar lo absurdo de seguir yendo en coche de caballos en plena era espacial. Sin embargo, esta retórica sigue sin constituir una explicación de la necesidad de un Estado grande. 




			Los adeptos de la Hipótesis de la Modernización en ocasiones argumentan que la economía moderna es tan compleja que, por fuerza, debe contar con una actividad gubernamental considerable. «Que la vida moderna, con su complejidad e interconexión, necesita esta extensión del poder del Estado», insiste Calvin Hoover, «no es algo menos cierto por el hecho de ser un cliché harto conocido».10 Nadie niega que la economía se ha vuelto más complicada. Han proliferado nuevos productos, tecnologías e industrias. La población ha crecido y se ha concentrado en las zonas urbanas. Los movimientos internacionales e interregionales de bienes, dinero e instrumentos financieros se han multiplicado. El aumento de la especialización hace que los individuos sean menos autosuficientes, más dependiente de una vasta red de intercambios. 




			Sin embargo, del hecho de que los asuntos económicos sean más complejos no se desprende necesariamente que para coordinarlos de forma efectiva sea necesario un mayor papel director de los Estados. Muchos economistas, desde Adam Smith en el siglo XVIII a Friedrich Hayek en el XX, han argumentado que un mercado abierto es el sistema más eficaz de coordinación socioeconómica, el único que recibe y responde sistemáticamente a las señales siempre cambiantes que transmiten millones de consumidores y productores.11 Este argumento desafía la Hipótesis de la Modernización: mientras que el Estado podría ser capaz de coordinar las actividades económicas en una economía simple, nunca podría hacerlo con éxito en una economía compleja. La escasez artificial y las líneas de gasolina de Estados Unidos en los años setenta, sin mencionar la frustración crónica de los consumidores en los países socialistas, dan fuerza al argumento de los críticos. 




			El modo de operar de una economía de mercado evidentemente depende del carácter y la profundidad de la competencia que la espolea. Algunos observadores creen que la emergencia de la gran empresa a finales del siglo XIX alteró profundamente la competencia económica y marcó el inicio de una nueva era. «Este paso de la competencia al monopolio», escribió Lenin en 1916, «es uno de los fenómenos más importantes —si no el que más— de la economía capitalista moderna». Aceptando esta afirmación, podría interpretarse que el crecimiento del Estado a finales del siglo XIX y a principios del XX fue una reacción de la población, mediante el desarrollo de un «poder compensatorio», para frenar las subidas de precios, caídas de la producción y distorsiones en la distribución que las grandes empresas habrían promovido al no verse sujetas a regulaciones. Como ejemplo podemos citar la aprobación de leyes antimonopolio y la creación de la Comisión Federal de Comercio y las diversas comisiones reguladoras específicas para determinados sectores, como la Comisión de Comercio Interestatal y la Comisión Federal de Comunicaciones. En resumen, según esta interpretación, la modernización económica fortaleció el poder de los monopolios privados y, para mantener a raya los efectos perniciosos de este poder, el Estado aumentó a su vez el suyo.12 




			Esta explicación presenta fallos tanto en la teoría como en la práctica. A finales del siglo XIX y principios del XX, se crearon muchas grandes empresas y hubo fusiones que resultaron en gigantes industriales como la United States Steel, American Tobacco y la International Harvester. Pero nadie ha demostrado que la economía en su conjunto fuera sustancialmente menos competitiva. Ni siquiera en sectores económicos específicos, ni la creación de grandes empresas ni los altos índices de concentración industrial conllevan necesariamente ausencia de competencia efectiva. Es seguro que los fundadores de grandes empresas aspiraban al monopolio del poder y ganancias, pero raramente lo consiguieron a largo plazo. Las características definitorias de la competencia son dinámicas —principalmente innovación tecnológica y organizativa—, y bajo condiciones de competencia dinámica ni el tamaño de una empresa ni la alta concentración de una industria representan una amenaza grave para el bienestar de la población.13 Es más, a pesar de que los analistas del poder monopolístico centran su atención casi en exclusiva en la industria, este sector no es ni el único ni el más «dominante» o «estratégico». En otros sectores —en la venta al por mayor y al por menor, por ejemplo— la competencia aumentó de forma innegable en las décadas anterior y posterior al cambio de siglo. Pensemos en cuántos bastiones locales de poder monopólico fueron derribados cuando grandes distribuidores como Sears, Roebuck & Company y Montgomery Ward empezaron a vender por correo. En muchos sectores, la tendencia monopolística de las grandes empresas que se concentraban en grupos industriales la frenaron competidores internacionales, ya fueran reales o potenciales. 




			Además, la actuación del Estado ha tendido más a proteger a los competidores débiles que a garantizar una competencia sólida. Éste ha sido históricamente el cariz de las actuaciones de la FTC (Comisión Federal de Comercio) y de muchas otras comisiones reguladoras específicas para cada sector. En palabras de George Stigler, «la regulación y la competencia son amigas retóricas y enemigas mortales: en la puerta de todas las agencias reguladoras, salvo dos, debería haber un cartel que rezara: “No se admite competencia”. En la puerta de la Comisión Federal de Comercio se debería anunciar “Competencia por la puerta trasera”, y en la de la División Antimonopolio (Antitrust Division), “Monopolio sólo con cita previa”».14 Los organismos reguladores del Estado han creado o apoyado monopolios privados en mayor número que los han limitado o debilitado. Éste es exactamente el resultado que muchos deseaban obtener de la regulación gubernamental, aunque habría sido políticamente incorrecto admitirlo en público. El único punto de acuerdo entre los historiadores de la regulación es que «las políticas reguladoras implicaban una compleja y enmarañada lucha entre grupos de interés diametralmente opuestos, en la que cada grupo utilizaba la maquinaria del Estado siempre que podía, para servir a objetivos particulares y mayormente desvinculados del “interés público”, excepto en un sentido táctico».15 Pero las actividades antimonopolio y la regulación de la entrada, precios y servicios dentro de cada sector, cualquiera que sea su motivación y sus resultados, constituyen tan sólo una pequeña parte de las múltiples actuaciones del Estado moderno. 




			Los argumentos a favor de la Hipótesis de la Modernización en ocasiones conceden gran importancia al aumento de la población. Una alta densidad de población inevitablemente crea costes indirectos que los economistas llaman «externalidades negativas»; los terceros no quieren compartir los costes de las acciones de otros. La contaminación del aire o del agua son ejemplos conocidos. Si el ordenamiento jurídico falla a la hora de delimitar y proteger el derecho de propiedad privada sobre todos los recursos valiosos, incluidos el aire y el agua, entonces las externalidades negativas pueden conllevar patrones de producción y uso de recursos ineficientes en el libre mercado. Por ejemplo, el humo de la chimenea de tu fábrica puede ensuciar la ropa que cuelga de mi tendedero, pero yo no tengo manera de hacerte pagar los daños ni tampoco puedo limitar o prevenir nuevas emisiones. Desde un punto de vista social, la actividad de tu fábrica es abusiva porque una parte de su verdadero coste de operación se traslada sin consentimiento o compensación a personas ajenas a su actividad como yo, que no tenemos voz ni voto en las decisiones sobre su funcionamiento. 




			Es posible que la regulación pública pueda mejorar estas condiciones. El que históricamente lo haya hecho o no ha dependido de cómo el Gobierno enfoca y ejecuta sus reglamentos, lo que determina en parte el coste y el beneficio de sus intervenciones. Los defensores de la Hipótesis de la Modernización dan por sentado que las externalidades negativas son habituales y relevantes, que gran parte de la actividad pública ha pretendido corregir tales externalidades y que estas intervenciones han sido habitualmente exitosas a la hora de establecer un patrón más eficiente de uso de los recursos. Cada una de estas suposiciones puede ser cuestionada. Algunos economistas dudan de que el Gobierno pueda o vaya a gestionar con éxito las externalidades. Como dijo Leland Yeager, el sector público en sí mismo es «el paradigma de sector en el que los decisores no tienen en cuenta todos los costes ni todos los beneficios de cada actividad».16 




			Sin duda, ha habido intervenciones estatales que buscaban rectificar los efectos de externalidades negativas importantes. Los reglamentos de salud pública son los ejemplos más convincentes. No hay duda de que las enfermedades contagiosas generan costes externos: históricamente han provocado daños tremendos, y los reglamentos en materia de salud pública del Gobierno tradicionalmente se han encaminado y puesto en práctica para obtener contextos más eficientes.17 En las últimas décadas, las leyes anticontaminación y las oficinas que velan por la aplicación de estas leyes, como la Agencia de Protección Ambiental, dan una medida de la lucha del Estado contra las externalidades negativas, si bien el marco y la aplicación de los reglamentos medioambientales, cuando se toman en cuenta todos sus costes y beneficios, plantean dudas sobre su intención y su éxito.18 




			Resumiendo, la Hipótesis de la Modernización tiene méritos, pero no demasiados, a la hora de explicar el surgimiento del Estado intervencionista. La regulación de la competencia industrial, la salud pública y las externalidades ambientales son sólo una pequeña parte de todo lo que hacen los Estados modernos. La mayoría de las actividades públicas no están directamente relacionadas con la creciente complejidad de la economía, con garantizar la competencia o con los costes indirectos de que la población tienda a concentrarse.19 La Hipótesis de la Modernización es poco esclarecedora en el ámbito federal, que es justamente donde la expansión del sector público ha sido más llamativa en el siglo XX. 




			 




			Bienes públicos 




			 




			La noción de bienes públicos también implica no exclusividad o efectos indirectos. En la teoría económica, un «bien público» no es necesariamente un bien suministrado por el Estado. Lo que lo define es más bien la peculiaridad de no ser rival ni excluyente en su consumo: su disfrute por parte de un consumidor no reduce su disponibilidad para el disfrute de otros. Una vez que el bien público se ha producido, su uso no trae ningún coste marginal, porque su disfrute por parte de usuarios adicionales no requiere sacrificar otras alternativas. El ejemplo que nos es más familiar es la defensa nacional. Todos los ciudadanos de un territorio comparten por igual el beneficio de una mayor protección por parte del Estado, frente a una agresión externa. Mi mejor protección no conlleva una disminución de la protección de ningún otro ciudadano.20 




			El problema que presentan los bienes públicos es que, dado que todos los consumidores comparten sus beneficios, cada uno de ellos tiene incentivos para no pagar por ellos. Es decir, cada consumidor se ve tentado a ser un gorrón o free rider.21 En lo que respecta a los bienes privados, los consumidores que no pagan no pueden disfrutarlos, porque quienes sí los pagan pueden excluir a otros de participar en sus beneficios. Sin embargo, en el caso de algunos bienes públicos, la exclusión de los beneficiarios que no pagan resulta imposible o prohibitivamente costosa. Cuando se disuade a los enemigos extranjeros de agredir a Estados Unidos, todas las personas del país reciben la protección por igual, no es posible que algunas personas queden excluidas. Nadie contribuiría, o no lo haría significativamente, para garantizar la provisión de un bien público no excluyente en el mercado. Y si todo el mundo, con la esperanza de beneficiarse sin coste, se abstiene de pagar, el bien no se puede proveer. 




			El Estado puede eludir este problema, típicamente llamado «dilema del gorrón». La solución consiste en gravar con impuestos a todos —o a un número suficiente de— los beneficiarios del bien público, para obtener los fondos con los que pagarlo. Pero incluso después de que el Estado intervenga, la cuestión sigue siendo espinosa, porque el procedimiento para determinar la cantidad y el reparto de la carga fiscal no es claro ni sencillo. En la práctica, el proceso político determina cuánto se proporciona y cómo se reparten los costes entre los ciudadanos.22 




			La Hipótesis de los Bienes Públicos sostiene que durante el siglo XX los costes de producción de los bienes públicos no rivales ni excluyentes —sobre todo la defensa nacional y la tecnología de la guerra— aumentaron y, dado que el Estado es el único que puede garantizar la producción de estos bienes, el Estado, a su vez, hubo de crecer. Este argumento tiene un mérito considerable, sobre todo en lo que refiere al Gobierno federal, en el que se centraliza la provisión de la defensa nacional. Ciertamente el siglo XX fue testigo de una gran inestabilidad y hostilidad internacional. Dos guerras mundiales, una gran cantidad de conflictos internacionales y la Guerra Fría elevaron la demanda de servicios a los estamentos militares, mucho más que en el siglo XIX. En paralelo, el desarrollo de tecnología militar moderna encareció la producción de la seguridad nacional. A partir de la Segunda Guerra Mundial, la carrera armamentística supuso que la seguridad nacional no pudiera garantizarse de forma estable, puesto que cada ronda de acción-reacción alteraba los requisitos para una disuasión eficaz. 




			A pesar de su pertinencia, la Hipótesis de los Bienes Públicos ofrece tan sólo una explicación parcial del crecimiento del Estado. Incluso en el ámbito federal, la mayoría de los gastos públicos no guardan relación directa con la defensa nacional. No tienen relación con la defensa nacional u otros bienes públicos no excluyentes el gasto masivo en pensiones de jubilación, las prestaciones por desempleo, la vivienda pública, la formación laboral, la atención médica, los subsidios agrícolas o los comedores escolares, entre otras muchas cuestiones, por no mencionar las endiabladas normativas sobre cualquier cosa, desde los tejidos para los pijamas para niños hasta los contratos de futuros de materias primas. 




			 




			El estado del bienestar 




			 




			Estados Unidos no sólo ha ampliado el alcance del Estado, también ha desarrollado un estado del bienestar. Se podría recurrir a una variante de la Hipótesis de la Modernización para explicar este aspecto de la ampliación del Estado. El crecimiento económico y la consiguiente transformación socioeconómica han conducido, por vías distintas y a menudo indirectas, a reducir el papel que desempeñaban en el terreno de los servicios sociales instituciones privadas como la familia, las religiones y las organizaciones de voluntariado. Victor Fuchs argumenta que «los frutos del sistema de mercado —ciencia, tecnología, urbanización, prosperidad»— han socavado las instituciones sobre las que anteriormente reposaba el orden social. «Con el declive de la familia y la religión se evidencia la incapacidad del sistema de mercado para cubrir esas necesidades, y el Estado corre a rellenar el vacío.» Un Estado más grande acaba siendo un «sustituto de la familia o la religión y la principal institución asistencial para quienes afrontan dificultades económicas o sociales».23 Sin duda, los servicios sociales públicos han sustituido ampliamente a los servicios sociales privados. Pero las observaciones de Fuchs se quedan cortas al no explorar exactamente cómo se ha efectuado esta sustitución de largo alcance. Es preciso saber quién se beneficia y quién paga, cuánto y de qué manera. 




			Wilhem Ropke, Fuchs y otros entendieron el moderno estado del bienestar como «una respuesta innegable a la desintegración de comunidades genuinas, durante los últimos cien años». Pero también señala que «el estado del bienestar actual no es sólo una versión mejorada de las viejas instituciones de seguro y asistencia social». Más bien se ha convertido en «un instrumento de revolución social» en la que «tomar es, cuanto menos, tan importante como dar», y «degenera en un absurdo bombeo bidireccional de dinero cuando el Estado roba a casi todo el mundo y paga a casi todo el mundo, de modo que uno al final no sabe si ha ganado o si ha perdido en el juego».24 El estado del bienestar ha acabado siendo un Estado redistributivo, si es que no lo era ya desde el principio. Las políticas gubernamentales que tenían el propósito limitado de salvar de la indigencia a los ciudadanos más desfavorecidos se han fusionado con las políticas gubernamentales cuyo propósito sin límites es redistribuir los ingresos y la riqueza entre prácticamente todos los grupos, tanto ricos como pobres. 




			 




			Política redistributiva 




			 




			La Hipótesis de la Política Redistributiva ofrece una posible explicación de por qué «el Estado corre a llenar el vacío», transformando el estado del bienestar en algo mucho más amplio y profundo. Esta explicación hace del Gobierno un instrumento para la redistribución coercitiva de la riqueza. Considera que los votantes están muy informados y tienen intereses muy definidos, y que los candidatos vencedores son sensibles y receptivos a los mensajes de sus votantes. Esta hipótesis ha adoptado distintas variantes. 




			En la versión de Allan Meltzer y Scott Richard, el fortalecimiento del Estado «resulta de la diferencia entre la distribución de votos y la distribución de ingresos. El Estado crece cuando los derechos políticos se extienden e incluyen a más votantes por debajo del ingreso medio, o cuando el aumento del producto proporciona ingresos para una mayor redistribución».25 La argumentación no encaja bien con los hechos históricos. La extensión de los derechos políticos no ha incidido en sí misma en el crecimiento del Estado, y las ampliaciones más llamativas de lo público se han producido en períodos de estancamiento o de caída de la renta real de los ciudadanos, durante las guerras mundiales y la Gran Depresión. Además, asumir que el Estado siempre transfiere recursos a destinatarios con bajo nivel de renta contradice con frecuencia a los hechos. Como ya observó Mancur Olson, la redistribución que realiza el Estado suele «tener un impacto más arbitrario que igualador en la distribución de la renta —no pocas decisiones del Gobierno redistribuyen de la población con renta baja a la población con renta más alta—». Muchas actividades de los Gobiernos «no son de especial ayuda para los pobres» y muchas otras «de hecho les perjudican».26 




			La versión de Sam Peltzman de la Hipótesis de la Política Redistributiva sostiene que «los Estados crecen donde existen grupos que comparten el interés en ese crecimiento y pueden articular el interés que comparten para hacerlo crecer». Aquí se considera que la expansión del Estado es impulsada en exclusiva por las demandas de los ciudadanos; la respuesta del Estado se da por sentada. Peltzman sostiene que «la nivelación de las diferencias de ingresos de una gran parte de la población […] ha sido, de hecho, una razón importante del crecimiento del Estado en el mundo desarrollado en los últimos cincuenta años», porque la nivelación creó «una ampliación de la base política que se beneficiaría de la redistribución en general y, por lo tanto, abona el terreno para el apoyo político a la expansión de programas específicos. Paralelamente, estos grupos fueron capaces de percibir y articular ese interés […] [y] este crecimiento simultáneo de la “habilidad” sirvió para catalizar políticamente el creciente interés económico en la redistribución».27 




			La supuesta sofisticación del modelo que Peltzman desarrolló matemáticamente, y probó econométricamente, se desvanece cuando lo estudiamos en detalle. Su enfoque es «considerar el gasto y la imposición pública como transferencias puras» y «asumir que la cantidad de gasto viene determinada totalmente por las preferencias de la mayoría de los votantes […] que las preferencias políticas están motivadas sólo por el interés particular […] [y que] cada votante supone que cada política que se propone viene sin coste y no se pregunta por las implicaciones para su bienestar». En otra versión supuestamente más realista del modelo, Peltzman suaviza ligeramente las condiciones más estrictas y asume que sólo un grupo de votantes está plenamente informado, mientras que los otros son ignorantes y votan al azar o se abstienen. Estas suposiciones no pueden sustentar una explicación convincente de la expansión del Estado. Peltzman recurre a ellas, junto con datos dudosos, para realizar pruebas econométricas que, sin embargo, no convencen al lector interesado en las especificaciones de su modelo.28 




			A diferencia de las Hipótesis de la Modernización, la de los Bienes Públicos y la del estado del bienestar, que implícitamente asumen que el Estado crece al ponerse al servicio de un amplio pero variable «interés público», la Hipótesis de la Política Redistributiva considera explícitamente que el crecimiento del Estado es el resultado de la acción política. (Acción política = buscar o ejercer los poderes coercitivos del Estado para determinar quién obtiene qué, cuándo y cómo.) Para cualquier explicación realista del crecimiento del Estado, esta perspectiva es indispensable. Pero en muchas de sus formulaciones, como acabamos de ver, la línea argumentativa caracteriza la política de manera altamente estilizada y grotescamente irreal. Asume, por lo general, que el tamaño del Estado viene determinado exclusivamente por los cargos electos que buscan ser reelegidos. ¿Dónde quedan el Tribunal Supremo, las limitaciones constitucionales y la opinión pública conservadora? ¿Qué papel se supone que desempeñan los funcionarios de carrera y las agencias independientes?29 




			Ciertamente, la presunción de que los votantes están plenamente informados es insostenible y engañosa. Se acercaría más a la realidad asumir que el votante tipo es completamente ignorante. Una autoridad en materia de opinión pública dijo que los americanos responden con más facilidad cuál es su signo del zodíaco que cómo se llama su representante en el Congreso. Y suponer que los actores políticos conocen con exactitud cuál será el resultado electoral de tomar una determinada decisión política —o de redistribuir la riqueza de una determinada manera— es llevar la omnisciencia a un absurdo extremo ficticio. Como señaló James Buchanan, «el proceso electoral ofrece, en el mejor de los casos, un castigo disciplinario a quienes se apartan demasiado de las preferencias de los electores». Las elecciones no tienen lugar con demasiada frecuencia. Pocos son los ciudadanos que poseen información precisa sobre cuestiones políticas o sobre las actuaciones de los políticos; tampoco son muchos los que cuentan con incentivos para mantenerse mejor informados. Los teóricos de la elección pública, académicos que estudian políticas con métodos de la economía, llaman a esta falta de información «ignorancia racional». Racional o no, sus efectos son los mismos: «casi cualquier político puede, con unas limitaciones bastante amplias, ir en contra de los intereses de sus votantes sin sufrir daños predecibles».30 




			Lo más probable es que el político se comporte en contra de los intereses de sus electores, incluso cuando quiere servirles fielmente. Dejando de lado que los votantes presentan una gran heterogeneidad de intereses —y en consecuencia es imposible servir a todos, ni siquiera a una minoría considerable— el problema de la información es sencillamente abrumador. Los politólogos están más predispuestos que los economistas a reconocer la existencia de este problema y ponen el énfasis en «las dificultades prácticas que afrontan los legisladores para descubrir cuáles son los intereses reales de sus votantes».31 




			El desajuste entre los intereses de los votantes y las acciones de sus representantes se demuestran con ejemplos a menudo divertidos. El primer director del Presupuesto en la Administración Reagan, el excongresista David Stockman, en sus sonadas memorias escribió: «fui por ahí y corté todas las cintas [en actos de inauguración] […] y nunca nadie supo que voté en contra de esos malditos programas». El congresista Pete McCloskey apuntó algo parecido al recordar su primera victoria en las elecciones al Congreso. Una encuesta poselectoral pretendía clarificar el mandato de sus electores y el resultado fue, como el mismo McCloskey concluyó, «que el 5 por ciento de los electores me votó porque estaban de acuerdo con mis ideas, un 11 por ciento me votó a pesar de estar en desacuerdo, y el 84 por ciento no tenía ni idea de lo que pienso».32 




			En resumen, hay muchas buenas razones para estar de acuerdo con la sentencia de Joseph Schumpeter: «El ciudadano racional que vota libremente, consciente de sus intereses (a largo plazo), y el representante que le obedece, ¿no son acaso el ejemplo perfecto de cuento infantil?».33 Las decisiones políticas suelen tomarse en un contexto de ignorancia, desinformación, insinceridad y emotividad; largos períodos de languidez y tejemanejes se alternan con breves episodios de acción frenética. En la formulación de las políticas públicas concretas, los votantes apenas cuentan. Son más decisivos los líderes en posiciones estratégicas de poder y las élites con un interés directo y al corriente del potencial político de cada fase del proceso. Es más, las acciones ideológicamente motivadas pueden tener un peso mayor en los acontecimientos políticos de lo que reconocen los defensores de la Hipótesis de la Política de Redistribución. 




			 




			Ideología 




			 




			Muchos académicos se decantan por alguna variante de la Hipótesis de la Ideología para explicar la expansión del Estado. La idea es que los convencidos, aquellos comprometidos con una visión de lo que es la «buena sociedad», han buscado y logrado ampliar el poder del Estado para modelar la realidad social de acuerdo con sus ideales. Quienes apoyan esta hipótesis son aliados insospechados. Entre ellos se cuenta John Maynard Keynes, el santo patrón del liberalismo moderno,34 quien declaró que «las ideas de los economistas y los filósofos políticos […] son más influyentes de lo que se piensa. De hecho, el mundo está gobernado por poco más […]. [T]arde o temprano, son las ideas, y no los intereses creados, las que son peligrosas, para bien o para mal».35 Otro firme defensor de la fuerza de las ideas es Friedrich A. Hayek, que quizá sea el intelectual más celebrado de la derecha. Él identificó la causa última del abandono del sistema de mercado, señalando «ciertos nuevos objetivos de la política», en particular la convicción de que el Estado debería «determinar la posición material de determinadas personas o hacer cumplir la justicia distributiva o “social”», mediante «una asignación de todos los recursos por parte de una autoridad central».36 De manera que Keynes, que abogó por una «socialización exhaustiva de la inversión», y Hayek, que dedicó su larga vida profesional a combatir cualquier tipo de socialismo, estuvieron de acuerdo con que el crecimiento del Estado depende en última instancia de las ideas o, más exactamente, de las ideologías.37 




			La ideología, a la que algunos se refieren más vagamente como «opinión pública», debe de haber desempeñado un papel importante, cuanto menos un papel decididamente permisivo. Como dijo Ortega y Gasset, y muchos otros han admitido, «no se puede gobernar en contra de la opinión pública».38 Si la mayoría de la gente se hubiera opuesto por principio a un Estado fuerte, difícilmente se hubieran podido abandonar el libre mercado como se ha hecho en los últimos tiempos. Es fácil documentar el giro de la opinión pública hacia la izquierda durante el siglo XX. Tras examinar los resultados de numerosas encuestas por muestreo, Herbert McClosky y John Zaller confirmaron «un cambio radical en las actitudes de los americanos respecto al laissez faire en un período de entre cincuenta y setenta y cinco años».39 




			Las ideologías son intangibles y difíciles de evaluar, así que se debe andar con cuidado a la hora de discutir sobre sus efectos. Sin embargo, se puede afirmar que los líderes de opinión tienen la capacidad de guiar las creencias de las masas. La opinión pública, observó un politólogo, a menudo es «imprecisa, pasajera e inconsistente […]. En la medida en que el pueblo toma conciencia de temas que han sido promovidos o popularizados por los políticos y los medios de comunicación». El punto de vista de un Walter Lippmann o un Walter Cronkite, por no mencionar a Franklin D. Roosevelt, puede ser más determinante para el clima de opinión que los pareceres de millones de personas menos respetadas o peor situadas estratégicamente —pensemos que a pesar de su titubeante discurso y su lógica a menudo defectuosa, Ronald Reagan se ganó la reputación de «gran comunicador»—. «En una democracia de masas», escribió Ropke, «la política tiene que soportar la presión de […] las opiniones de la masa, las emociones de la masa, y las pasiones de la masa», pero éstas son «guiadas, inflamadas y explotadas por grupos de presión, la demagogia y la maquinaria de los partidos a partes iguales».40 Concentrarse en las ideas que difunden las élites estratégicamente situadas y la gente influyente permite generalizar sobre las ideologías imperantes (las causas de los giros ideológicos de los mismos líderes de opinión es otro tema). 




			Sin embargo, incluso si es posible identificar las ideologías dominantes, debemos admitir que una legislatura «no es una fábrica que convierta mecánicamente la opinión en leyes».41 Así como los intereses económicos de los electores y las acciones de sus representantes políticos pueden discrepar, existen desajustes entre las opiniones o ideologías de los votantes y las acciones de sus representantes políticos. Entender esta contradicción sería tanto como entender la realidad del funcionamiento de la moderna democracia representativa. Es posible que esto sea así en parte porque algunos funcionarios de carrera tratan de promover el «interés público», que se ha descrito como «concepciones amplias e inclusivas de lo que constituye el interés de los grupos sociales que los apoyan o de la sociedad en su conjunto […] algo que no sea el sumatorio, el tratamiento o la mediación de los intereses de la sociedad».42 Otro factor que contribuye al desfase puede ser la mera venalidad: funcionarios que sirven al mejor postor. Sólo cabe especular si los descarados casos de corrupción que en ocasiones salen a la luz son sólo la punta del iceberg. Algunos estudiosos consideran la prevaricación un «mecanismo significativo» en la determinación de las acciones de los agentes del Estado. Otros dudan de la importancia del cohecho directo, principalmente en razón a la «mayor facilidad y legalidad de sobornar indirectamente a los responsables políticos».43 




			En cualquier caso, la ideología no es una simple variable independiente en el proceso sociopolítico. Schumpeter percibió esta complicación cuando observó que «ya sean favorables o desfavorables, los juicios de valor sobre el desempeño capitalista son de poco interés. Porque la humanidad no es libre de elegir […]. Lo económico y social se mueve por su propia inercia y las situaciones resultantes obligan a los individuos y a los grupos a comportarse de ciertas maneras, quieran o no —no destruyendo su libertad de elección, sino modelando su mentalidad y reduciendo el elenco de posibilidades entre las que cabe elegir—».44 Alguien podrá objetar que esta afirmación va demasiado lejos, que su determinismo es injustificado, y no deja opción a que la ideología sea una variable independiente.45 Incluso así, en su provocativa formulación de la sociología del conocimiento en relación con el crecimiento del Estado, Schumpeter identificó una cuestión crítica y estableció un desafío analítico que cualquier explicación satisfactoria debe poder afrontar. 




			 




			Crisis 




			 




			La última explicación del crecimiento del Estado que aquí consideramos es la Hipótesis de la Crisis. Ésta sostiene que, en determinadas circunstancias, las emergencias nacionales requieren que el Estado controle en mayor medida, o directamente reemplace, la economía de mercado. Los partidarios de esta hipótesis asumen que las emergencias nacionales aumentan notablemente tanto la demanda como el suministro de controles gubernamentales. «Es en momentos de crisis económica», observó Calvin Hoover, «cuando es probable que se extienda significativamente el poder del Estado […], hay poco margen para que se dé una votación efectiva sobre si, por principio, los poderes del Estado deben ser ampliados o no. En cambio, es probable que se demanden insistentemente medidas urgentes de algún tipo, sin atender a sus efectos permanentes».46 




			En la historia americana, las crisis más significativas han tomado dos formas: la guerra y la depresión económica. Al estallar la guerra se produce un aumento repentino de la demanda de actividades militares, que suministra el Estado; de forma inmediata esto desplaza la asignación de recursos por parte del mercado, por el aumento de los impuestos, del gasto público y de la regulación del resto de la economía. Cuanto más se prolonga la guerra y crece su dimensión, mayor es la supresión de la economía de mercado. La moderna «guerra total», que pone en peligro la supervivencia misma de la nación, también fomenta la rebaja de las barreras más duras —las limitaciones constitucionales y la opinión pública adversa—, que normalmente obstruyen el crecimiento del Poder Ejecutivo. En las graves depresiones económicas, mucha gente llega a creer que la economía de mercado ya no puede funcionar con eficacia y que una economía planificada o más controlada por el Estado funcionaría mejor. De ahí que den un mayor apoyo a las propuestas políticas para ampliar la autoridad y la actividad pública. Aunque en menor grado que en tiempos de guerra, los cambios en la opinión pública durante las depresiones también pueden estimular nuevas intervenciones del Estado, exigiendo, aprobando o, como poco, tolerando reinterpretaciones de la Constitución que las faciliten. (Obsérvese que, una vez que se han debilitado las barreras constitucionales durante una crisis, queda establecido un precedente legal que otorga al Estado un potencial de expansión mayor para períodos subsiguientes de no-crisis, y en particular para los que puedan ser verosímilmente descritos como crisis.) 




			Algunos académicos rechazan de plano la Hipótesis de la Crisis porque no explica por sí misma todo el crecimiento del Estado; rechazan la hipótesis porque los datos muestran que las crisis son una condición suficiente pero no necesaria para la expansión del sector público. Sin embargo, si se juzga por este estándar, cada una de las hipótesis posibles sería incorrecta. A veces se rechaza la Hipótesis de la Crisis porque el crecimiento del Estado, medido por un índice cuantitativo como el gasto o el empleo público, parece menor de lo que sugeriría una correlación perfecta con la secuencia de episodios críticos. La simplicidad de este argumento para rechazar la hipótesis no contempla que la crisis puede promover la expansión del Estado de modos muy variados, e ignora la posibilidad de que haya lapsos temporales entre el arranque de la crisis y la aparición de algunos de sus efectos. También hay estudiosos que han rechazado esta hipótesis porque no puede explicar el crecimiento del Estado en cualquier país, como si no tener validez universal invalidara completamente la pertinencia de la explicación. 




			De hecho, la expansión del sector público históricamente se ha concentrado en unos pocos episodios dramáticos, sobre todo las guerras mundiales y la Gran Depresión. Una de las principales virtudes de la Hipótesis de la Crisis es la de ceñirse bastante bien a los contornos más prominentes del hecho histórico. Sin embargo, para recurrir a esta conjetura también hay que mirar más allá de las crisis en sí mismas. Se debe descubrir por qué las expansiones del poder público durante una crisis no desaparecen por completo cuando vuelven las condiciones socioeconómicas normales. Y se debe explicar por qué las crisis condujeron a un aumento de las facultades estatales en el siglo XX pero no en el siglo XIX, que tuvo sus propias emergencias. Para justificar esta diferencia debemos recurrir a alguna de las otras hipótesis como complemento de la Hipótesis de la Crisis. 




			 




			
Conclusiones 




			 




			El Estado intervencionista en Estados Unidos tiene varios orígenes. No todos tienen la misma importancia, pero están tan imbricados y son tan interdependientes que seguramente quede fuera de nuestro alcance analizar y determinar, conceptual y empíricamente, la importancia relativa de cada uno. El Estado moderno se ocupa de neutralizar externalidades negativas, proveer bienes públicos no excluyentes, garantizar el sustento de los ciudadanos más desafortunados, redistribuir los ingresos y la riqueza, perseguir los objetivos esquivos de las ideologías dominantes y reaccionar a las crisis. Desarrolla todas estas actividades según los estímulos y obstrucciones particulares que vaya encontrando. Sólo a través de un estudio histórico detallado podemos llegar a comprender las complejidades de la expansión del Estado en Estados Unidos. 




			

	 


	 	

	 

   




			Capítulo 2 




			 




			
¿Cuánto ha crecido el Estado? Medidas convencionales y un punto de vista alternativo 




			



				 




				Cuando no lo puedes expresar en números, tu conocimiento es pobre e insatisfactorio. 




				 




				LORD KELVIN 




				 




				Sí, y cuando puedes expresarlo en números, tu conocimiento también es exiguo e insatisfactorio. 




				 




				JACOB VINER 




			




			 




			Es sabido que el Estado ha crecido enormemente en Estados Unidos en el último siglo, pero es difícil determinar exactamente cuánto. El Estado se compone de muchas facetas, y es prácticamente imposible dimensionar algunas de ellas.47 Aquello que resulta más fácil de cuantificar lamentablemente no es siempre lo más importante. Y limitarnos a examinar las medidas cuantitativas disponibles, como suelen hacer los economistas, podría conducirnos a conclusiones erróneas. 




			En cualquier caso, debemos prestar cierta atención a estas medidas, porque utilizadas con cautela pueden proporcionar información valiosa. Mi objetivo al examinarlas no es tan sólo determinar si el Estado es ahora x veces más grande que antes. Lo que me propongo descubrir es cuándo creció más rápidamente y cuándo no creció en absoluto, o incluso redujo su tamaño. En resumen, mi objetivo es describir la trayectoria histórica del crecimiento del Estado. 




			 




			
Medidas convencionales del crecimiento del Estado 




			 




			El gráfico 2.1 y la columna 1 de la tabla 2.1, presentan un indicador de uso frecuente: gasto público (federal, estatal y local) en bienes y servicios finales, como porcentaje del producto nacional bruto (PNB). Éste es el indicador «probablemente más válido del tamaño relativo del sector privado frente al sector público».48 En los comienzos del siglo XX se mantuvo en torno al 6 o el 7 por ciento, fluctuando muy poco de año en año. Durante la Primera Guerra Mundial, la contratación y la movilización por parte del Gobierno federal elevaron la participación pública hasta el 21 por ciento del PNB. Al acabar la guerra, el porcentaje descendió tan rápidamente como había crecido, y durante los años veinte del siglo pasado se estabilizó en niveles apenas superiores a los de antes de la contienda. 




			 




			Gráfico 2.1. Gasto público (federal, estatal y local sobre el presupuesto) en productos finales y servicios, porcentaje sobre el producto nacional bruto, 1900-1984 
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			Con la Gran Depresión la participación del Estado pasó de un 8 por ciento a finales de los años veinte a un 14-15 por ciento en la era del New Deal. El aumento inicial, entre 1930 y 1932, ocurrió porque el PNB cayó abruptamente mientras que el gasto público en bienes y servicios se mantenía aproximadamente en el mismo nivel que antes. A partir de 1933 el gasto público aumentó, pero el PNB creció casi al mismo nivel porcentual; por este motivo la participación del Gobierno se estabilizó nuevamente. Entre 1932 y 1940 fue aproximadamente el doble que antes de la Gran Depresión. Este dato da muestra de la vitalidad de los programas de gasto del New Deal, como también de la escasa recuperación económica antes de la consolidación de la industria militar. 




			 




			Tabla 2.1. Índices del tamaño del Gobierno, 1900-1984 




			 






  

    	Año  


    	
Compras de bienes y servicios del Gobierno, como % de PNB

(1) 



    	
Gasto presupuestario del Gobierno, como % del PNB 

(2) 



    	
Empleados públicos no militares, como % de la fuerza de trabajo civil (entre paréntesis datos que incluyen personal de «emergencias») 

(3) 



  


  

    	1900 


    	6,0


    	 

    	3,9


  


  

    	1901


    	5,6 


    	 

    	 

  


  

    	1902


    	5,7


    	7,3 


    	 

  


  

    	1903


    	6,2 


    	 

    	 

  


  

    	1904


    	6,0 


    	 

    	 

  


  

    	1905


    	6,1 


    	 

    	 

  


  

    	1906


    	5,6 


    	 

    	 

  


  

    	1907


    	6,2 


    	 

    	 

  


  

    	1908


    	7,6


    	 

    	4,3 


  


  

    	1909


    	6,0


    	 

    	4,4 


  


  

    	1910


    	6,1


    	 

    	4,4 


  


  

    	1911


    	7,2


    	 

    	4,5 


  


  

    	1912


    	6,8


    	 

    	4,5 


  


  

    	1913


    	6,4


    	5,7


    	4,5 


  


  

    	1914


    	7,4


    	 

    	4,6 


  


  

    	1915


    	7,2


    	 

    	4,7 


  


  

    	1916


    	5,9


    	 

    	4,8 


  


  

    	1917


    	8,9


    	 

    	5,0 


  


  

    	1918


    	21,3


    	 

    	6,3 


  


  

    	1919


    	12,0


    	 

    	6,2 


  


  

    	1920


    	6,6


    	 

    	5,7 


  


  

    	1921


    	8,5


    	 

    	5,7 


  


  

    	1922


    	8,0


    	12,1


    	5,8 


  


  

    	1923


    	7,2


    	 

    	5,8 


  


  

    	1924


    	7,7


    	 

    	6,0 


  


  

    	1925


    	7,9


    	 

    	6,1 


  


  

    	1926


    	7,5


    	 

    	6,3 


  


  

    	1927


    	8,2


    	10,6


    	6,4 


  


  

    	1928


    	8,3


    	 

    	6,5 


  


  

    	1929


    	8,1


    	 

    	6,4 


  


  

    	1930


    	10,2


    	 

    	6,5 


  


  

    	1931


    	12,1


    	 

    	6,6 (7,2) 


  


  

    	1932


    	14,0


    	21,4


    	6,4 (7,6) 


  


  

    	1933


    	14,4


    	 

    	6,2 (10,5) 


  


  

    	1934


    	15,1


    	21,2


    	6,4 (12,1) 


  


  

    	1935


    	13,9


    	 

    	6,7 (12,6) 


  


  

    	1936


    	14,5


    	19,5


    	6,9 (14,0) 


  


  

    	1937


    	13,2


    	 

    	7,0 (12,1) 


  


  

    	1938


    	15,3


    	18,3


    	7,1 (13,7) 


  


  

    	1939


    	14,9


    	 

    	7,2 (13,1) 


  


  

    	1940


    	14,2


    	18,7


    	7,6 (12,6) 


  


  

    	1941


    	19,9


    	 

    	8,3 (12,3) 


  


  

    	1942


    	37,7


    	28,1


    	9,7 (11,3) 


  


  

    	1943


    	46,3


    	 

    	10,9 (11,1) 


  


  

    	1944


    	46,1


    	47,7


    	11,1 


  


  

    	1945


    	39,0


    	 

    	11,0 


  


  

    	1946


    	13,1


    	31,8


    	9,7 


  


  

    	1947


    	10,9


    	 

    	9,1 


  


  

    	1948


    	12,3


    	18,4


    	9,3 


  


  

    	1949


    	14,9


    	 

    	9,6 


  


  

    	1950


    	13,42


    	3,0


    	9,7 


  


  

    	1951


    	18,2


    	 

    	10,3 


  


  

    	1952


    	21,7


    	27,1


    	10,6 


  


  

    	1953


    	22,5


    	28,5


    	10,5 


  


  

    	1954


    	20,7


    	27,9


    	10,6 


  


  

    	1955


    	18,8


    	25,7


    	10,6 


  


  

    	1956


    	18,8


    	25,6


    	10,9 


  


  

    	1957


    	19,6


    	26,5


    	11,4 


  


  

    	1958


    	21,12


    	8,5


    	11,6 


  


  

    	1959


    	20,0


    	29,6


    	11,0 


  


  

    	1960


    	19,8


    	28,6


    	12,0 


  


  

    	1961


    	20,6


    	29,6


    	12,2 


  


  

    	1962


    	20,9


    	29,8


    	12,6 


  


  

    	1963


    	20,7


    	29,8


    	12,8 


  


  

    	1964


    	20,4


    	29,7


    	13,1 


  


  

    	1965


    	20,0


    	28,2


    	13,5 


  


  

    	1966


    	21,0


    	29,0


    	14,2 


  


  

    	1967


    	22,5


    	31,6


    	14,7 


  


  

    	1968


    	22,8


    	32,5


    	15,0 


  


  

    	1969


    	22,1


    	32,3


    	15,1 


  


  

    	1970


    	22,2


    	33,5


    	15,1 


  


  

    	1971


    	21,8


    	33,5


    	15,3 


  


  

    	1972


    	21,3


    	33,5


    	15,3 


  


  

    	1973


    	20,4


    	32,2


    	15,4 


  


  

    	1974


    	21,2


    	32,6


    	15,4 


  


  

    	1975


    	21,9


    	35,8


    	15,7 


  


  

    	1976


    	21,1


    	36,2


    	15,5 


  


  

    	1977


    	20,6


    	35,2


    	15,3 


  


  

    	1978


    	20,1


    	34,6


    	15,3 


  


  

    	1979


    	19,6


    	33,9


    	15,2 


  


  

    	1980


    	20,4


    	36,0


    	15,2 


  


  

    	1981


    	20,2


    	36,0


    	14,8 


  


  

    	1982


    	21,2


    	38,0


    	14,3 


  


  

    	1983


    	20,7


    	38,2


    	14,2 


  


  

    	1984


    	20,4 


    	n.a


    	14,1 


  







			 




			Fuentes: Los datos de la columna 1 se han extraído de John W. Kendrick, Productivity trends in the United States, Princeton University Press, Princeton (Nueva Jersey), 1961, pp. 296-297; U.S. Council of Economic Advisers, Annual Report, 1972, U.S. Government Printing Office, Washington D. C., 1972, p. 195; ídem, Annual report, 1982, U.S. Government Printing Office, Washington D. C., 1982, p. 233; idem, Annual report, 1985, U.S. Government Printing Office, Washington D. C., 1985, pp. 232-233. Los datos de la columna 2 se han extraído de U.S. Bureau of the Census, Historical statistics of the United States, colonial times to 1970, U.S. Government Printing Office, Washington D. C., 1975, series Y336, Y671, F1; U.S. Council of Economic Advisers, Annual report, 1982, pp. 233, 318, 323; idem, Annual report, 1985, pp. 232, 318, 324. Los datos de la columna 3 se han extraído de U.S. Bureau of the Census, Historical statistics, series D139, Y308, D140, D141, D4; U.S. Council of Economic Advisers, Annual report, 1982, pp. 275, 266; idem, Annual report, 1985, pp. 266, 275; y Michael R. Darby, «Three-and-a-half million U.S. employees have been mislaid: or, an explanation of unemployment, 1934-1941», Journal of Political Economy, 84 (feb. de 1976), p. 7. 




			 




			La movilización masiva a inicios de los años cuarenta conllevó que el Estado alcanzara la mayor participación —con diferencia— en el PNB de su historia. En el pico de 1943-1944, la participación pública en el gasto en bienes y servicios representaba más del 46 por ciento del PNB. De este porcentaje, las compras relacionadas con la guerra representaban unas nueve décimas. La desmovilización redujo, en el período 1946-1950, la participación pública a una horquilla que iba del 11 al 15 por ciento, ligeramente por debajo del nivel de preguerra. 




			El estallido de la guerra de Corea trajo un nuevo y pronunciado aumento de la participación del Estado en el gasto, que se elevó del 13,4 por ciento en 1950 al 22,5 por ciento en 1953. Al final de la guerra este porcentaje se recortó durante un tiempo, pero ya a finales de los años cincuenta la participación pública no se mantuvo a un nivel alto, por encima de una quinta parte del PNB. En su meseta de posguerra fue aproximadamente tres veces más grande que antes de la Primera Guerra Mundial. 




			Atendiendo a estos datos, la expansión pública más significativa se produjo en dos ocasiones durante el siglo XX: durante la primera parte de la década de los años treinta, y los primeros años de la década de los cincuenta. El primer episodio hizo que la participación del Estado pasara de un 6-8 por ciento a aproximadamente un 13-15 por ciento; el segundo lo elevó a cerca del 19-22 por ciento. Aceptando esta medida del crecimiento del Estado, los momentos claves son los primeros años de la Gran Depresión y el New Deal, de 1929 a 1933, y en segundo lugar, el momento en que coinciden la guerra de Corea y la Guerra Fría. Tomando estos datos en consideración, las dos guerras mundiales sólo tuvieron efectos transitorios en el tamaño relativo del Estado. 




			 




			Gráfico 2.2. Gasto público total (federal, estatal y local, en el presupuesto) en porcentaje del producto nacional bruto, 1902-1983 
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			Considerando la totalidad del gasto público, no sólo la producción de bienes y servicios finales, se observa un patrón diferente (tabla 2.1, columna 2, y gráfico 2.2). Esta medición es más completa puesto que incluye las transferencias del Gobierno y evidencia que gastó relativamente más después de la Primera Guerra Mundial: si antes de la guerra gastaba en torno al 6-7 por ciento, en los años veinte subió a un 10-12 por ciento del PNB. También se observa un salto considerable a principios de los años treinta —ya durante el mandato del presidente Hoover, no el de Roosevelt— y una etapa al final de la década en la que el gasto se situó en el 18-21 por ciento; así como otro aumento importante durante la Segunda Guerra Mundial seguido de una inversión completa para 1948; un aumento pronunciado entre 1950 y 1953; y, a diferencia del índice previamente discutido, una tendencia al alza desde mediados de los años cincuenta hasta mediados de los 80, un período en que los desembolsos presupuestarios del Gobierno pasaron del 26 al 38 por ciento del PNB. El aumento durante esas tres décadas se debió casi en exclusiva a las transferencias del Estado, sobre todo los pagos de la Seguridad Social, que crecieron más rápidamente que el PNB.49 




			Ateniéndonos a estos indicadores, el Estado ha crecido en términos relativos cinco o seis veces más que la economía durante el siglo XX. Su crecimiento parece más sostenido y menos episódico que cuando considerábamos otros indicadores —aunque también señalaran momentos en los que el crecimiento fue notable y que se mantuvo posteriormente, en la época de la Primera Guerra Mundial y durante los primeros años treinta—. (La falta de datos anuales completos no permite una descripción más precisa por años.) Al incluir las transferencias públicas, así como las compras de bienes y servicios finales, obtenemos una medida que da una imagen más exacta del crecimiento del Estado de bienestar moderno. No resulta sorprendente que este crecimiento fuera bastante sostenido en las últimas décadas, sobre todo a partir de 1956. 




			Otro índice comúnmente utilizado del tamaño del Estado es el porcentaje de empleo público (tabla 2.1, columna 3, y gráfico 2.3). El patrón histórico de esta medida difiere del de cualquier otro índice examinado con anterioridad. El empleo público aumentó relativamente a mayor ritmo que la población activa, incluso antes de la Primera Guerra Mundial, alcanzando una cuota de casi el 5 por ciento en vísperas de la guerra. La proporción sobrepasó el 6 por ciento durante la guerra, retrocedió ligeramente en 1920-1921 y luego siguió creciendo en los años veinte, hasta alcanzar el 6,5 por ciento en 1930. 




			Analizar el empleo público en la década de los treinta presenta complicaciones imprevistas. Para empezar, cabe decidir qué consideración dar a los «trabajadores de servicios de emergencias». Estas personas trabajaban en programas administrados por agencias que gestionaban emergencias, como el Cuerpo Civil de Conservación, la Administración Nacional de la Juventud, la Administración Federal de Socorro de Emergencia (bajo la cual funcionaba un organismo estatal de socorro en cada uno de los estados), la Administración de Obras Civiles y la Administración de Obras Públicas. En tiempos no eran considerados empleados públicos ordinarios. Posteriormente fueron incluidos en las estadísticas económicas como desempleados, lo que agravó la confusión y la controversia entre los economistas que estudiaban el funcionamiento del mercado laboral durante la Gran Depresión.50 




			 




			Gráfico 2.3. Empleados públicos, porcentaje sobre la población activa, 1900-1984 
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			Si adoptamos la práctica convencionalmente establecida en aquellos años y contabilizamos como desempleados a los trabajadores de emergencias, la ocupación pública entre la población activa parece permanecer estable durante los años treinta, e incluso disminuye ligeramente entre 1931 y 1933 para empezar a crecer lentamente hasta llegar al 7,2 por ciento en 1939. La proporción aumentó bruscamente entre 1939 y 1944, al alcanzar un 11,1 por ciento sin precedentes. De manera que la Segunda Guerra Mundial pareció estimular un crecimiento considerable de la participación directa del Estado en el mercado laboral. 




			Pero si contabilizamos los trabajadores de emergencias como empleados públicos —e indudablemente es más acertado y clarificador considerarlos trabajadores públicos que desempleados—, el relato cambia completamente (datos entre paréntesis en la tabla 2.1, columna 3, y línea superior del gráfico 2.3). El salto en el empleo público se da entre 1930 y 1936, con aumentos particularmente llamativos en 1933 y 1934. En el pico de 1936 los trabajadores públicos de todo tipo constituían el 14 por ciento de la población activa, más del doble que en 1930. A partir de 1938, a medida que los contingentes de trabajadores de emergencias fueron disminuyendo, el peso del empleo público se redujo. En 1943, cuando sólo quedaba un puñado de trabajadores de emergencias, el Estado empleaba alrededor del 11 por ciento de todos los trabajadores civiles, tres puntos porcentuales menos que en el pico anterior. Este índice, más razonable, muestra que la participación pública en el mercado laboral creció en la Gran Depresión. La cuota de empleo público no superó la alcanzada en 1936 hasta 1966, tras las dos décadas de crecimiento sostenido de la posguerra. 




			Al terminar la Segunda Guerra Mundial la cuota de empleo público cayó de forma casi inmediata al 9 por ciento y luego comenzó una larga fase de crecimiento. A finales de los años sesenta este crecimiento llegó a ser muy lento. En 1975 se alcanzó un pico del 15,7 por ciento desde el que se fue bajando poco a poco, y a mediados de los ochenta se plantó en un 14 por ciento, que había sido la mayor cuota alcanzada durante la Gran Depresión. En el período de posguerra la mayor parte del aumento del empleo público tuvo lugar a nivel estatal y local. Entre 1947 y 1981 el empleo público federal creció en menos de un millón de trabajadores, mientras que los gobiernos estatales y locales sumaron casi diez millones de trabajadores nuevos. Observando un plazo más largo, se ve que el peso relativo del Estado en la población activa se ha multiplicó casi por cuatro desde el inicio del siglo XX. 




			Sin embargo, los datos sobre el empleo pueden resultar engañosos, especialmente acerca del lento crecimiento del empleo federal desde la Segunda Guerra Mundial. James Bennett y Manuel Johnson documentaron que entre finales de los años cincuenta y finales de los setenta la composición del empleo federal cambió: «específicamente, se produjo un salto considerable de los trabajadores de cuello azul a los de cuello blanco y, dentro de la fuerza de trabajo de cuello blanco, los empleados de nivel inferior han sido desplazados por los trabajadores que se ocupan de la elaboración de políticas públicas». También señalaron que «gran parte de las aportaciones de la mano de obra federal son “invisibles” en tanto que millones de personas trabajan indirectamente como consultores y contratistas mediante subvenciones, contratos y programas».51 Evidentemente, la tendencia fue que los técnicos superiores desplazaran a los administrativos, recepcionistas y conserjes federales. Esta tendencia merece nuestra atención porque el interés del peso del empleo público reside enteramente en lo que hacen los trabajadores públicos, específicamente en lo que hacen para o respecto a los ciudadanos particulares. 




			Podríamos seguir examinando los indicadores cuantitativos del crecimiento del Estado (por ejemplo, los ingresos fiscales, préstamos tomados, fondos prestados, préstamos garantizados),52 pero aportarían poca información adicional. Cada uno de estos índices arroja algo de luz sobre la cuestión, pero ninguno de ellos explica lo que realmente queremos saber. El problema es que los indicadores cuantitativos que existen sobre el tamaño del Estado intervencionista no se corresponden exactamente —y a veces no se corresponden en absoluto— con la esencia subyacente del Estado, que es el poder coercitivo. 




			 




			
La esencia del Estado intervencionista: una visión alternativa 




			 




			El Estado puede aumentar sustancialmente su participación en el gasto o el empleo y no ser por ello todavía un Estado intervencionista. Lo que distingue al Leviatán con mayúsculas es el alcance de su autoridad efectiva sobre la toma de decisiones económicas. Es decir, la medida en que los funcionarios públicos, y no los ciudadanos particulares, son los que deciden en la práctica cómo se asignarán, utilizarán y aprovecharán los recursos. Como dijo Eric Nordlinger, «la fortaleza del estado del bienestar de la economía mixta se debe al alcance de sus actividades sociales y económicas, su enorme capacidad reguladora, distributiva y (en menor medida) redistributiva».53 




			Para comprender el alcance actual del Estado, en la tabla que aparece en el apéndice a este capítulo enumero algunas de las agencias, instrumentos y funciones del Gobierno federal. (Si añadiera las entradas correspondientes para los niveles estatal y local de Gobierno, la lista sería todavía más extensa.) Propongo a quien defienda una teoría monocausal del crecimiento del Estado que considere cada una de las agencias de la lista y se pregunte: ¿Mi teoría explica la existencia de esta actividad u organismo público y el momento de su inicio? Sostengo que ninguna teoría monocausal pasaría esta prueba. 




			El impacto de las actividades gubernamentales tiene una importancia primordial, en parte porque su expansión puede verse —y a menudo es— sustituida por la intensificación de la actividad en un ámbito específico. Que el Estado determine la asignación de recursos por medios fiscales ordinarios —recaudando, gastando y contratando por su propia cuenta—, o por otros medios —exigiendo que los ciudadanos cumplan las directrices públicas para desarrollar actividades cuyos costes se imputan a las cuentas privadas—, económicamente tiene una importancia secundaria. (Políticamente, sin embargo, la elección de los instrumentos por parte del sector público para alcanzar sus objetivos económicos reviste una gran importancia, como veremos.) 




			En determinadas circunstancias, el Estado puede ser grande pero limitado. Por ejemplo, si se ve obligado a aumentar la presión fiscal, gastar y contratar a gran velocidad sólo para proteger a los ciudadanos de enemigos extranjeros o entre sí. Aunque no hiciera nada más, sus acciones consumirían una gran parte de los recursos de la economía. Dentro de los límites de sus ingresos después de impuestos, los ciudadanos decidirían libremente la asignación de los recursos. La pesada carga fiscal evidenciaría sólo el alto coste de preservar una sociedad ordenada y libre. La situación durante la guerra civil norteamericana se aproximó a estas condiciones hipotéticas, siendo el reclutamiento militar en la última parte de la guerra la desviación más notable. 




			La fiscalidad moderna es mucho más que una simple decisión gubernamental. Puede conllevar —y con frecuencia lo hace— la regulación de comportamientos y la captura de recursos. Willard Hurst señaló que «[s]obre todo las leyes fiscales del siglo XX impregnaron la toma de decisiones empresariales y operaron como formas de regulación económica mediante la definición de la renta imponible, estableciendo los términos de las deducciones por depreciación, o mediante la concesión de créditos fiscales a la inversión». Un Estado que consuma permanentemente parte de la renta nacional mediante impuestos, puede ampliar con facilidad su intromisión en la economía privada, alterando tan sólo el régimen fiscal. También podría alentar directamente ciertas actividades y desalentar otras mediante exenciones y sanciones fiscales. Dada la complejidad de aspectos de la fiscalidad tales como la responsabilidad, la incidencia y la carga efectiva (por no mencionar llanamente la tentación de la evasión), es de esperar que la fiscalidad moderna comporte consecuencias no deseadas como la desviación de recursos hacia la contratación de contables, abogados y asesores financieros. Estas desviaciones socavan el potencial de la economía para producir bienes cuyo valor nominal se ajuste al valor real a ojos de los consumidores.54 El Gobierno de Estados Unidos, sobre todo durante los cuarenta años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, creó leyes fiscales cada vez más complicadas que motivaron varias peticiones de simplificación. 




			Los indicadores cuantitativos del tamaño del Estado, además de su incapacidad para reflejar la verdadera importancia de los impuestos, gastos y contratación públicas, comparten otro defecto: indican cambios que tanto pueden referirse a la autoridad efectiva del Estado, como a cambios en un nivel de Gobierno que opera en un determinado marco de competencias. Por una parte, el Estado puede aumentar el gasto y el empleo públicos, y ampliar así su poder sobre aspectos todavía no regulados del proceso de toma de decisiones económicas privadas. Por otra parte, puede aumentar el gasto y el empleo públicos para ampliar o mejorar el sistema judicial, y así garantizar una aplicación más rápida y precisa del derecho de propiedad privada. Los dos casos tienen implicaciones muy distintas para la concepción y el funcionamiento de la política económica, pero los índices cuantitativos tradicionales no pueden distinguirlos. 




			Los índices cuantitativos pueden registrar pocos o ningún cambio, incluso cuando la sustancia del poder público cambia enormemente. Se necesita recaudar la misma cantidad de impuestos para mantener al Tribunal Supremo tanto si sus decisiones protegen mucho o poco a los propietarios de un bien privado frente a la depredación del Estado o de otros ciudadanos.55 Muchos organismos reguladores operan con presupuestos minúsculos, pero sus actuaciones tienen efectos de gran alcance en la asignación de recursos.56 En el siglo XX Estados Unidos ha sido reacio a nacionalizar la industria por completo; el Estado ha preferido la regulación de la propiedad privada de la industria como medio de control sobre el uso de los recursos.57 El apoyo constante a la propiedad privada nominal parece tener pocos efectos económicos sustanciales, pero el balance muestra lo contrario. Cuando los grandes propietarios industriales gastan miles de millones de dólares a petición de la Agencia de Protección Ambiental o de la Administración de Seguridad y Salud Ocupacional, esos gastos se contabilizan como privados. En estas circunstancias no parece justificada la interpretación habitual de que el gasto privado es voluntario.58 Los índices más frecuentes para cuantificar el tamaño del Estado no llegan a capturar estas características esenciales del control económico bajo el Estado moderno.59 




			El gasto y el empleo público derivan del poder del Estado, pero no lo instituyen. Antes de que el Estado pueda gastar o contratar, debe disponer de la autoridad para promover un determinado objetivo público. Si no obtiene la autoridad necesaria (que es una cuestión legislativa) y está suficientemente fundamentada (cuestión judicial), la resolución del asunto es que sin autoridad no hay programa. Richard Rose señaló acertadamente que la ley de autorización es la «condición sine qua non del Estado moderno», cuya ausencia «mantendrá al Estado en reposo».60 




			Justamente porque la autoridad inicial es fundamental, obtener estatus oficial es un imperativo básico en la política económica de una economía mixta. Como ha dicho Lance LeLoup, las agencias «dan sus primeros pasos modestamente y luego alegan que el programa ya está en marcha y no debería interrumpirse […]. Es más fácil defender un programa que ya forma parte de las operaciones en marcha de la agencia que justificar un programa de nueva creación».61 




			El Estado, con su autoridad ampliada, puede ejercer el poder recientemente adquirido a varios niveles; pero usar más recursos para ejercer su autoridad de forma permanente no amplía por sí mismo el alcance de la actividad pública. Durante la segunda mitad del siglo XX, por ejemplo, los pagos de la Seguridad Social para las pensiones de vejez aumentaron en miles de millones de dólares.62 Sin embargo, la tendencia al alza del gasto no equivale automáticamente al crecimiento exponencial de poder que desemboca en el Estado intervencionista. El Gobierno federal tuvo la autoridad para realizar estos pagos cuando la Ley de Seguridad Social se aprobó en el Congreso, el presidente la firmó y el Tribunal Supremo la confirmó en los años treinta. Los acontecimientos de esa década desencadenaron el potencial de este tipo de actividad federal; los acontecimientos posteriores sólo determinaron el grado en que ese potencial se desarrollaría. Igual que un Gobierno limitado, el Estado intervencionista puede operar una amplia gama de absorción de recursos. 




			 




			
Trinquetes: Medidas convencionales frente a fundamentos 




			 




			Muchos investigadores han señalado que en el siglo XX los índices habituales del crecimiento del tamaño del Estado siguieron la trayectoria de una espiral sin retorno, lo que los economistas llaman «efecto trinquete»: después de cada gran crisis el tamaño del Estado era más reducido que durante la propia crisis, pero mayor de lo que habría sido si durante ese intervalo se hubiera mantenido la tasa de crecimiento anterior a la crisis. Los datos que aparecen en la tabla 2.1 y los gráficos 2.1, 2.2 y 2.3, parecen coherentes con esta caracterización en términos generales, pero no de forma consistente. Según el índice y la crisis que se consideren, se puede observar o no este efecto trinquete. En cualquier caso, hay siempre algún índice que permite identificar este patrón en cada una de las crisis. 




			Pero una comparación superficial no permite emitir un juicio concluyente. Que una medida alcance o no una dimensión mayor de la que tendría en ausencia de la crisis depende de cómo se calculen los puntos de referencia. Las tendencias pueden determinarse por varios métodos, y el método seleccionado puede concluir si se da o no esta trayectoria de espiral ascendente o «trinquete». Este tipo de indeterminación puede llevarnos a un atolladero de disputas entre los estadísticos y los arquitectos de un mundo que nunca fue.63 




			Algunas veces lo que inicialmente parecería un trinquete puede que desaparezca al ajustar los datos de forma acertada. Por ejemplo, si se excluye de los gastos del período posterior a la crisis las pensiones de los veteranos de guerra y los intereses de la deuda pública en la que se incurrió durante la guerra, con el argumento de que estos pagos son sólo la sombra alargada de una crisis (transitoria), la espiral de consolidación y aumento de gasto (efecto trinquete) disminuye o desaparece por completo después de ambas guerras mundiales.64 ¿Pero está justificado excluir estos gastos? La respuesta depende en gran medida de la hipótesis que se analice, si se estudia el aumento del alcance de las actividades públicas o la mayor incidencia del Estado en los ingresos individuales. 




			Otra práctica habitual es separar el gasto o el empleo público de los niveles inferiores de Gobierno y, combinando la noción de trinquete con la idea de que la crisis provoca la centralización del Gobierno, centrarse exclusivamente en los datos de la actividad federal.65 Pero el trinquete y la centralización no tienen por qué estar vinculados, cualquiera de los dos fenómenos puede ocurrir sin que se dé el otro. Además, quizá no importa si el Estado se expande en el ámbito federal o hacia otro nivel inferior. Durante en el siglo XX la distinción entre los niveles de Gobierno se volvió cada vez más difícil de identificar. Los subsidios federales a los niveles estatales y locales de Gobierno les han permitido y animado a gastar y contratar más de lo que habrían hecho sin las subvenciones.66 Además, muchos programas y actividades iniciadas por los gobiernos de nivel inferior (por ejemplo, el seguro estatal por desempleo) representan el cumplimiento involuntario de requisitos federales, o la participación en programas «voluntarios» que acarrean un gran coste para los no participantes. Cuando los varios niveles de Gobierno están tan entrelazados en sus actividades y su financiación, las distinciones contables tradicionales pueden llegar a ser artificiales y arbitrarias. La confusión jurisdiccional hace que la hipótesis de la centralización sea difícil de probar y complica poder llegar a considerar un nivel particular de Gobierno como si fuera independiente de los otros niveles. Los programas creados por el Congreso a menudo los administran empleados del Gobierno local. Por este motivo no resulta sorprendente ni especialmente significativo que desde la Segunda Guerra Mundial el crecimiento del empleo público haya sido más rápido en los niveles más bajos de Gobierno que en el ámbito federal.67 




			A pesar de los muchos defectos de los indicadores cuantitativos presentados en la tabla 2.1, los economistas y politólogos, con pocas excepciones, siguen manejando este tipo de datos en sus estudios sobre el crecimiento del Estado. Algunos admiten los problemas inherentes a depender de medidas tan ambiguas. Sam Peltzman, por ejemplo, inicia su estudio observando que «equiparar el papel del Estado en la vida económica con el tamaño de su presupuesto es obviamente equivocado, ya que muchas actividades públicas (por ejemplo, los estatutos y normas administrativas) redirigen los recursos con la misma certeza que los impuestos y el gasto». Sin embargo, a pesar de reconocer el problema, Peltzman lo descarta inmediatamente al declarar que «los datos disponibles no dejan otra opción».68 Recuerda a la imagen del borracho que pierde las llaves en la calle y las busca justo debajo de la farola de la esquina «porque aquí hay más luz». Los economistas están acostumbrados a las interminables disputas sobre el cambio de variables, errores de medición, controles de tendencia, etc., porque suelen participar en investigaciones empíricas en las que hay desacuerdos por la ausencia del indicador directo de una variable teóricamente específica. A veces no se pueden evitar las disputas econométricas porque no hay buenas alternativas. 




			Afortunadamente, el análisis empírico del crecimiento del Estado no necesita asentarse exclusivamente en los indicadores cuantitativos estándar —datos abiertamente ambiguos e incompletos en el mejor de los casos y totalmente engañosos en el peor—. Existen otros indicadores no sólo menos ambiguos empíricamente, sino más relevantes teóricamente. Como Rose ha observado, «los datos existen, si se realiza el esfuerzo que la materia requiere».69 He argumentado que los altos niveles de impuestos, gastos y empleo público derivan del Estado intervencionista, pero no son su esencia; su esencia es un amplio abanico de autoridad efectiva sobre la toma de decisiones económicas. La autoridad es lo primero: sin autoridad no puede haber impuestos, gasto o empleo. La autoridad surge de las órdenes ejecutivas, las leyes, las decisiones judiciales y las directivas de los organismos reguladores. Todas ellas se pueden estudiar. Cierto que no se presentan alineadas para facilitar su cálculo y agregación, y la apreciación de su sustancia y significado requiere un esfuerzo mayor que el de leer una escala cardinal, pero estas dificultades no las hacen menos fundamentales. El economista que no esté dispuesto a analizar este tipo de pruebas tal vez deba abandonar sus pretensiones en este campo de estudio. Bajo el poste de la luz no encontrará las llaves perdidas en otro lugar, ni siquiera con la ayuda de los focos más poderosos. Quienes desean comprender la realidad más que impresionar a sus colegas con pirotecnia analítica, sólo pueden sentir disgusto ante el espectáculo de los economistas que usan sus increíbles técnicas matemáticas y estadísticas para analizar datos irrelevantes o engañosos. 




			Centrándonos en la forma y ocasiones en las que se expande la autoridad sobre la asignación de recursos podremos describir de forma más esclarecedora la expansión del Estado. Con este enfoque buscamos evidenciar el potencial gubernamental. Los economistas reconocen la diferencia entre el potencial de producción de una economía y la medida en que ese potencial se alcanza. La teoría del crecimiento económico es la rama dedicada a entender la primera, y la macroeconomía es la rama dedicada a la segunda. Sin embargo, los economistas y también muchos politólogos han pretendido poder comprender la cantidad de actividad pública sin prestar atención al potencial subyacente. Sin embargo, un Estado democrático no puede hacer lo que no tiene autoridad para hacer. La autoridad es fundamental; la actividad es secundaria y derivada. El crecimiento de la producción a largo plazo en una economía depende casi enteramente del crecimiento del potencial de producción, no del grado en que el potencial se realiza en un determinado momento. Asimismo, el crecimiento a largo plazo de la actividad pública en la economía de Estados Unidos ha dependido sobre todo del aumento de la autoridad gubernamental efectiva sobre la toma de decisiones económicas, no del grado en que el potencial existente se materializaba en cada momento. 




			Cuando examinamos los acontecimientos fundamentales en el crecimiento de la autoridad estatal sobre la toma de decisiones económicas en Estados Unidos en el siglo XX, ¿se evidencia un trinquete? Creo que sí. Y dudo que algún historiador discutiera mi conclusión. Pero una documentación convincente no puede presentarse tan sucintamente como sí se pueden presentar los datos cuantitativos sobre el crecimiento del Estado. Estamos rodeados de ejemplos ilustrativos: consideremos la participación de gran calado del Gobierno federal en la gestión de los recursos humanos, o la seguridad social, o los mercados agrícolas o financieros, o el vasto complejo militar industrial, todo ello derivado de órdenes ejecutivas, leyes, decisiones de los tribunales y otras medidas autorizadas durante crisis acaecidas. Pero los ejemplos sólo son ejemplos. En realidad, las pruebas que apoyan mi tesis sólo se pueden obtener mediante un análisis histórico ampliado. Por el momento invito al lector a aceptar mis objeciones como un punto de partida plausible. A su debido tiempo presentaré pruebas suficientes. 




			 




			
Conclusiones 




			 




			En relación con la economía, el Estado ha crecido enormemente durante el siglo XX. Según las medidas cuantitativas convencionales, a finales del siglo pasado era de tres a seis veces mayor de lo que era antes de la Primera Guerra Mundial. Gran parte del crecimiento se produjo durante breves períodos de emergencia nacional, en particular durante las guerras y la Gran Depresión. Pero incluso el crecimiento que se dio en tiempos normales se puede vincular en sus orígenes con crisis precedentes. La mayor fuente de la expansión del Estado son las emergencias nacionales, en particular cuando consideramos la expansión de la autoridad efectiva sobre la toma de decisiones económicas. El trinquete explica muchos aspectos del crecimiento del Estado, como muestran los índices cuantitativos estándar, pero también explica el surgimiento del intervencionismo, el aumento de su poder coercitivo sobre la vida económica. Si pudiéramos medir cuánto poder de asignación efectiva de recursos se ha desplazado de los ciudadanos privados a los funcionarios públicos en los últimos setenta años del siglo XX, quizá descubriríamos que el crecimiento del Estado no se ha multiplicado por tres o por seis, sino por mucho más. Pero no disponemos de una medida cuantitativa de este tipo, ni es probable que se idee una. En cualquier caso, nuestro estudio no tiene por qué detenerse simplemente porque no dispongamos de un índice cuantitativo inequívoco de una sola variable dependiente simple. Nuestra tarea es alcanzar conclusiones sólidas, significativas y convincentes con los datos disponibles. 
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